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Doctor,
Juan Miguel Martínez Londoño
Juez Segundo Administrativo Oral del Circuito Judicial de Guadalajara de Buga Valle del Cauca
j02adtivobuga@cendoj.ramajudicial.gov.co
notificacionescartago@lopezquinteroabogados.com
E.            S.            D.
 

Radicación: 76111333300220220006400
Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho
Demandante: Nailen Yohanna Castillo Angulo
Demandados: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo de

Prestaciones Sociales del Magisterio y Departamento del Valle del
Cauca

Asunto: Contestación de demanda
Estando dentro del término legal para hacerlo, remito: 
 

1. Escrito de contestación de la demanda en 25 folios.
2. Poder  y anexos en 109 folios.

 
 
Atentamente,
 
Yeinni Ceferino
Unidad de Defensa Judicial FOMAG
Vicepresidencia Jurídica

 
La información contenida en este correo y sus anexos es confidencial y/o privada. Solo puede ser utilizada por la persona o
empresa a la cual está dirigida. Si Usted no es el receptor autorizado, cualquier retención, difusión, distribución o copia de este
correo es prohibida y sancionada por la ley. Si por error recibe este correo, por favor reenviarlo al remitente de Fiduprevisora
S.A. y/o elimine el mensaje original incluyendo sus archivos anexos. La respuesta a este correo con el envío de información
personal, propia o de terceros, implica su aceptación inequívoca al eventual uso o tratamiento de datos personales que realice
Fiduprevisora S.A conforme a las finalidades contenidas en la política de protección de datos personales publicada en
www.fiduprevisora.com.co, en la cual se detallan entre otros aspectos, los derechos que le asisten como titular de información
para realizar consultas, peticiones o reclamos relacionados con el tratamiento de información por parte de Fiduprevisora S.A.
Así mismo, podrá solicitar información relativa a protección de datos personales en los siguientes canales de atención:
Dirección Calle 72 No. 10-03, Bogotá, Teléfono (1) 5945111 o al correo electrónico: protecciondedatos@fiduprevisora.com.co.
“Defensoría del Consumidor Financiero – Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio
Oficity de la ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 / 6108164, Fax: Ext. 500. Correo electrónico:
defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com, de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada continua”. Las funciones del
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Defensor del Consumidor son: dar trámite a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero
de los consumidores financieros ante la institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor
del Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u oficina de atención al público de la entidad.
Asimismo, tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule recomendaciones y propuestas en
aquellos aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de
quejas ante el Defensor del Consumidor no se exige ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los
siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio (dirección y ciudad) 4.
Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App
"Defensoría del Consumidor Financiero" disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App
Store. Fiduprevisora S.A. remite la información contenida en este mensaje de datos por considerar que es de su interés.



 
 

 
 
 
 

 

 

**RAD_S** 

Al contestar por favor cite: 
Radicado No.: *RAD_S* 

Fecha: *F_RAD_S* 
 

 

Doctor, 
Juan Miguel Martínez Londoño 
Juez Segundo Administrativo Oral del Circuito Judicial de Guadalajara de Buga Valle del Cauca 
j02adtivobuga@cendoj.ramajudicial.gov.co 
notificacionescartago@lopezquinteroabogados.com 
E. S. D. 
 

Radicación: 76111333300220220006400 

Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Demandante: Nailen Yohanna Castillo Angulo  

Demandados: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo de Prestaciones 
Sociales del Magisterio y Departamento del Valle del Cauca  

Asunto: Contestación de demanda 

 

Yeinni Katherin Ceferino Vanegas, identificado con la cédula de ciudadanía No. 1.014.263.207 
expedida en Bogotá D. C. y T.P. 290.472 del C.S. de la J., en mi condición de apoderado sustituto de 
La Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, conforme el poder a mi otorgado por el Doctor Luis Alfredo Sanabria Ríos, identificado 
con cédula de ciudadanía No. 80.211.391 de Bogotá D.C., en su calidad de Representante Judicial 
en la Defensa de los intereses del Ministerio de Educación Nacional, en los procesos judiciales que 
en su contra se adelanten con ocasión de obligaciones a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, de acuerdo con la certificación suscrita por la Representante Legal de 
Fiduprevisora S.A, de fecha 21 de febrero de 2019, y según el Poder General que le fue otorgado 
mediante Escritura Pública N° 522 del 28 de marzo de 2019, que lo faculta para otorgar poderes 
especiales a los abogados que asuman la defensa judicial; doy contestación a la demanda de la 
referencia en los siguientes términos: 

 

I. CONSIDERACIONES PRELIMINARES 
 

Previo a cumplir con la formalidad de pronunciarme respecto de las pretensiones de la demanda, 
se considera de especial relevancia advertir algunos aspectos de carácter general que conciernen al 
presente litigio, los cuales serán rigurosamente desarrollados a lo largo de la presente contestación, 
y que corresponden a lo siguiente:  
 

1. La demanda se encuentra fundada en supuestos de hecho falsos e inexistentes: El 
demandante, cuando plantea la secuencia de los supuestos de hecho en los cuales 
fundamenta sus pretensiones, hace referencia a apartes normativos inexistentes. 
Concretamente, el hecho tercero de la demanda señala que el artículo 57 de la Ley 1955 de 
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2019 modificó la Ley 91 de 1989, y que a partir de su entrada en vigencia, las entidades 
territoriales, según el demandante, deben pagar intereses de cesantías antes del 30 de enero 
y consignar las cesantías en una cuenta individual del docente antes del 15 de febrero de la 
anualidad siguiente a la que fueron causadas.  
 
La simple lectura del tenor literal del artículo 57 de la Ley 1955 de 2019 permite a cualquiera 
evidenciar que no existe en el texto normativo mención alguna a estos aspectos, ya que la 
norma jamás se refiere a fechas y mucho menos a cuentas individuales de los docentes en el 
FOMAG. Esta norma se contrae a indicar que “las cesantías definitivas y parciales de los 
docentes de que trata la Ley 91 de 1989 serán reconocidas y liquidadas por la Secretaría de 
Educación de la entidad territorial y pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio”. En conclusión, se observa que, la forma en que se plantean los hechos de la 
demanda, peligrosamente intentan desviar la atención de la administración de justicia, 
generando confusión respecto de lo que expresamente se encuentra previsto en el artículo 57 
en mención. 
 

2. Las pretensiones de la demanda contrarían los beneficios que tienen los docentes del FOMAG: 
Dentro de las peticiones de la demanda, se observa que, en el numeral segundo, el apoderado 
solicita que los intereses de las cesantías del docente se tramiten bajo el amparo de las normas 
establecidas para los trabajadores particulares. Esta posición, desconoce y pasa por alto que 
la norma especial prevista para los docentes del FOMAG, esto es, el inciso 2, del numeral 3 del 
artículo 15 de la Ley 91 de 1989 y el Acuerdo No. 39 de 1998 expedido por el Consejo Directivo 
del FOMAG, resulta mucho más beneficiosa para la demandante en materia de liquidación de 
intereses, hecho que aritméticamente se comprobará en la presente contestación de 
demanda.   

 
Por tanto, el apoderado de la demandante, en procura de unos beneficios que eventualmente 
podrían generarse en el hipotético caso de un fallo favorable, solicita la aplicación que en 
demasía merma los beneficios que en materia de intereses ostenta el trabajador del sector 
educativo que concurre a la presente demanda.  
            

3. Se pretende la nulidad de un acto ficto o presunto que no se configuró: El objetivo del medio 
de control de nulidad y restablecimiento del derecho al que acude el demandante, pretende 
la nulidad del acto ficto o presunto que, según el actor, se configuró el día 30 de noviembre 
de 2022 ante la ausencia de respuesta a la solicitud por escrito de la indemnización moratoria 
solicitada. No obstante, mediante oficio No. 20211092387691 del 17 de septiembre de 2021 
la Fiduprevisora emitió respuesta a la comunicación remitida por el demandante en la cual 
solicitaba la indemnización moratoria por la no consignación de las cesantías y sus intereses. 
 
Por tanto, es inexistente el acto administrativo (ficto en este caso) del que se pretende la 
nulidad, ya que no se configuraron los elementos previstos en el artículo 83 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 2011) para el 
silencio administrativo negativo. Así mismo, se deberá probar en el proceso si la petición que 
en el mismo sentido fue remitida al Departamento del Valle del Cauca, entidad territorial que 



 
 

 
 
 
 

 

 

también se encuentra vinculada en la presente relación jurídico-procesal, fue objeto de 
respuesta por parte del representante legal u otro funcionario.     
 

4. Indebida interpretación de la jurisprudencia relativa a las cesantías de los docentes del 
FOMAG: En la sustentación del concepto de violación, el demandante reseña una serie de 
pronunciamientos emitidos por el Consejo de Estado y la Corte Constitucional, mediante los 
cuales pretende sustentar sus pretensiones. Sin embargo, es importante precisar que el 
alcance de la jurisprudencia no corresponde a la que le endilga el demandante, situación a la 
se hará referencia puntualmente en el desarrollo de la contestación de la demanda.                    

 
 

II. EN CUANTO A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 
 
Actuando en nombre y representación de la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, según las facultades de representación judicial 
anteriormente anotadas, me opongo a todas y cada una de las pretensiones formuladas en la 
demanda, sus declaraciones y condenas en el siguiente sentido:  
 
DECLARATIVAS 
 

1. Me opongo a que se declare la nulidad del acto tal y como se pretende, en tanto que el acto 
no se confiuro en los términos deprecados por el demandante – acto ficto – como se 
demostrará a lo largo del presente escrito. Teniendo en cuenta que la Fiduprevisora  
mediante oficio No. 20211092387691 del 17 de septiembre de 2021 dio respuesta a la 
solicitud efectuada por la demandante, en donde requería el reconocimiento y pago de la 
sanción moratoria por la no consignación oportuna de las cesantías y sus intereses 
conforme a lo establecido en la Ley 50 de 1990, artículo 99. Ante esta evidencia, es claro 
que no se configuró el acto ficto o presunto respecto del cual el demandante solicita la 
nulidad. 
 
Aunado a ello, no existen supuestos fácticos, jurídicos ni probatorios que logren sustentar 
que se configura el reconocimiento y pago de la sanción mora establecida en la Ley 50 de 
1990 artículo 99 o el reconocimiento y pago de la indemnización por el pago tardío de las 
cesantías, pues como de demostrar más adelante las mismas fueron pagadas tal como lo 
regula la Ley 715 de 2001 y el Decreto 3752 de 2003, y los gira directamente  al FOMAG. 

 
2. Me opongo, en vista de que ante la inoperancia de la nulidad del acto administrativo que 

se solicitó en el numeral anterior, deviene en improcedente el reconocimiento y pago de la 
mentada sanción moratoria por además resultar improcedente su aplicación al régimen de 
qué trata la Ley 50 de 1990, el cual es exclusivo para las sociedades administradoras de 
fondos de cesantías. 
 
Así como tampoco es procedente por parte de la Nación – Ministerio de educación – Fondo 
de Prestaciones Sociales del Magisterio el reconocimiento y pago de la“indemnización por 
consignación extemporánea” de la prestación docente, dado que las cesantías de la señora 



 
 

 
 
 
 

 

 

Nailen Yohanna Castillo Angulo se tramitaron conforme a lo específicamente reglado en el 
régimen especial del magisterio, esto es, la Ley 91 de 1989 y el Acuerdo No. 039 de 1998 
emitido por el Consejo Directivo del FOMAG..  
 

CONDENAS  
 

1. Me opongo a que se condene  a Nación - Ministerio de Educación Nacional – Fondo de 
prestaciones Sociales del Magisterio a reconocer y pagar la sanción moratoria establecida 
en la Ley 50 de 1990 artículo 99, por cuanto los docentes del FOMAG se encuentran 
amparados por un régimen especial de prestaciones sociales a través de la Ley 91 de 1989. 
Por lo tanto, resulta improcedente la aplicación del régimen de qué trata la Ley 50 de 1990, 
el cual es exclusivo para las sociedades administradoras de fondos de cesantías, calidad que 
no ostenta el FOMAG al tratarse de un patrimonio autónomo cuya finalidad es el pago de 
las prestaciones sociales de los docentes. 

 
2. Me opongo a que se condene  a Nación - Ministerio de Educación Nacional – Fondo de 

prestaciones Sociales del Magisterio a pagar la indemnización moratoria  por el no pago 
de cesantías ni intereses sobre cesantías entro del tiempo establecido, conforme a lo 
establecido en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 1990 y el Decreto Nacional 
1176 de 1991, por cuanto los docentes del FOMAG se encuentran amparados por un 
régimen especial de prestaciones sociales cobijado por la Ley 91 de 1989. Por tanto, resulta 
improcedente la aplicación del régimen de qué trata la Ley 50 de 1990, el cual es exclusivo 
para las sociedades administradoras de fondos de cesantías, calidad que no ostenta el 
FOMAG. 

 
3. Me opongo a que se condene  a Nación - Ministerio de Educación Nacional – Fondo de 

prestaciones Sociales del Magisterio al reconocimiento y pago de los ajustes de valor a que 
haya lugar con motivo de la disminución del poder adquisitivo al no ser procedente el 
reconocimiento de suma alguna de dinero por concepto de sanción moratoria o 
indemnización por pago extemporáneo de los intereses. 
 

Aunado a lo anterior, la jurisprudencia de la Corte Constitucional y el Consejo de Estado han 
precisado con suficientes argumentos la imposibilidad de reclamar ajustes de valores 
cuando lo que se pretende es un reconocimiento indemnizatorio. 

 
4. Me opongo a que se condene  a Nación - Ministerio de Educación Nacional – Fondo de 

prestaciones Sociales del Magisterio al reconocimiento y pago de intereses moratorios a 
partir del día siguiente de la fecha de la ejecutoria de la sentencia y por el tiempo siguiente 
hasta que se efectúe el pago de las sanciones moratorias reconocidas en esta sentencia, 
artículo 192 del C.P.A.C.A. en atención a que no se adeuda suma alguna de dinero por ese 
concepto.  

 



 
 

 
 
 
 

 

 

5. Me opongo, por cuanto al demandante no le asiste derecho a lo pretendido y en cualquier 
caso según lo dispuesto en la en el artículo 192 de la ley 1437 de 2011, en caso de proferirse 
sentencia en contra, la entidad pública cuenta con 10 meses para dar cumplimiento al fallo. 
 

6. Me opongo a la condena en costas, por cuanto mi representada ha actuado conforme a los 
mandatos legales y jurisprudenciales vigentes 

 
 

II. FRENTE A LOS HECHOS 
 
PRIMERO: Es cierto, en la medida en que el artículo 3 de la Ley 91 de 1989, se refiere a la creación 
del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales (FOMAG) como una cuenta especial de la Nación, con 
independencia patrimonial y sin personería jurídica. 
  
SEGUNDO: no es un hecho, es una interpretación erronea del demandante del Parágrafo 2º del 
artículo 15 de la ley 91 de 1989, ya que lo que verdaderamente se menciona son las prestaciones 
que el Fondo de prestaciones Sociales del Magisterio no pagará, entre ellas primas de navidad, de 
servicios y de alimentación, subsidio familiar, auxilio de transporte o movilización y vacaciones. De 
ahí que, lo alegado en este numeral es un fundamento de derecho que no da cuenta de 
circunstancias de tiempo, modo y lugar, y tampoco con referencia al asunto del presente caso por 
lo que no me pronunciare al respecto. 
 
TERCERO: No es cierto, en la medida en que, tal como se indicó en las consideraciones preliminares, 
el artículo 57 de la Ley 1955 de 2019 se contrae a indicar que “las cesantías definitivas y parciales 
de los docentes de que trata la Ley 91 de 1989 serán reconocidas y liquidadas por la Secretaría de 
Educación de la entidad territorial y pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio”, más no hace referencia alguna a la forma o fechas en que se deben pagar los intereses 
de las cesantías, y mucho menos a que la consignación de cesantías deba realizarse en una cuenta 
individual del docente. De la simple lectura del artículo 57 de la Ley 1955 de 2019, se puede concluir 
que el demandante está agregando textos que la norma que cita no contiene, lo cual peligrosamente 
podría confundir a la administración de justicia en el entendimiento del litigio que se está 
examinando. 
 
CUARTO: No es cierto, en la medida en que las cesantías de la demandante fueron debidamente 
tramitadas conforme al régimen especial establecido en el inciso 2, del numeral 3 del artículo 15 de 
la Ley 91 de 1989 y el Acuerdo No. 39 de 1998 “Por el cual se establece el procedimiento para el 
reconocimiento y pago de los intereses a las cesantías de los docentes afiliados al Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio” expedido por el Consejo Directivo del FOMAG. 
 
Es importante mencionar que, como más adelante se expondrá, tal como lo corroboró el Consejo 
de Estado en Sentencia del 24 de enero de 2019 (Expediente: 76001-23-31-000-2009-00867-01, 
número interno: 4854-2014) el sistema de cálculo de los intereses de las cesantías de los docentes 
de FOMAG es mucho más beneficioso que el de los demás trabajadores del país. Lo anterior, 
teniendo en cuenta que al tenor de lo establecido en el artículo primero del acuerdo se pagará un 



 
 

 
 
 
 

 

 

interés anual sobre el saldo de las cesantías existentes a 31 de diciembre de cada año (aplicando 
al valor acumulado de cesantía la tasa de interés que de acuerdo con la certificación de la 
Superintendencia Bancaria haya sido la comercial promedio efectiva de captación del sistema 
financiero durante el mismo periodo).  
 
Debe resaltarse, que sobre el acuerdo del Consejo Directivo del FOMAG pesa una demanda de 
nulidad simple por inconstitucionalidad, presentada por la misma firma que apodera a la docente 
demandante, y que se tramita ante el Consejo de Estado (Expediente: 11001032500020210068600, 
sección segunda, subsección A). Por tanto, hasta tanto no exista decisión de fondo y debidamente 
ejecutoriada, el contenido del acuerdo permanece en el mundo jurídico con plenos efectos frente a 
la liquidación de los intereses de las cesantías de los docentes de FOMAG.          
 
QUINTO: No es cierto, en la medida en que los intereses de las cesantías de la docente Nailen 
Yohanna Castillo Angulo  fueron liquidados conforme al régimen y procedimiento especial 
establecido en el Acuerdo No. 39 de 1998 “Por el cual se establece el procedimiento para el 
reconocimiento y pago de los intereses a las cesantías de los docentes afiliados al Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio” expedido por el Consejo Directivo del FOMAG (con la 
salvedad de acción de nulidad que se encuentra en curso y que se describió en el numeral anterior). 
Como se anotó, el apoderado judicial de la demandante pretende que a la docente se le aplique un 
esquema normativo que le resulta mucho menos beneficioso que el de su régimen especial.      
 
SEXTO: es parcialmente cierto, según la documentación anexa al libelo demandatorio la fecha de 
su solicitud lo fue el 30 de agosto de 2021. No obstante, no son ciertos los términos de la negatoria 
referida, como quiera que se dio respuesta mediante oficio No. 20211092387691 del 17 de 
septiembre de 2021 del FOMAG. 
 
SÉPTIMO: Respecto del trámite de conciliación prejudicial, NO constituye un hecho, sino un 
presupuesto del medio de control. 
 
OCTAVO: No corresponde a un supuesto de hecho, corresponde a la trascripción de un extracto de 
la sentencia de fecha 7 de diciembre de 2020, proferida por el Consejo de Estado dentro del 
expediente con radicado No. 08001-23-33-0002014-00132-01. 
 
 

III. EL PROBLEMA JURÍDICO 
 
De acuerdo a las pretensiones y supuestos de hecho en los que se soporta el medio de control de 
nulidad y restablecimiento del derecho incoado por el demandante, se puede concluir que los 
problemas jurídicos que debe entrar a resolver la jurisdicción contenciosa administrativa, 
representada en este caso por el Juzgado Primero Administrativo Oral del Circuito Judicial de Buga, 
corresponden a los siguientes:  
 

• ¿Se configuran en el caso concreto de la docente Nailen Yohanna Castillo Angulo los 
presupuestos necesarios para el reconocimiento y pago de la sanción por mora de que trata 
la Ley 50 de 1990 y el pago de indemnización por pago tardío de intereses a las cesantías? 



 
 

 
 
 
 

 

 

• ¿Cómo se garantiza el principio de inescindibilidad de la norma en el régimen especial de 
las cesantías de los docentes? 

  
A efectos de que el Despacho cuente con los argumentos suficientes para desatar el presente litigio, 
muy respetuosamente procedemos a realizar una puntual exposición de los aspectos que, a nuestro 
juicio, permiten concluir que no hay lugar a acceder a las pretensiones de la parte demandante, lo 
cual procedemos a desarrollar en los siguientes términos.  
 

1. Generalidades del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – FOMAG y sus 
características frente a otras figuras de administración de las cesantías de los trabajadores 

 
La Ley 91 de 1989 creó el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (FOMAG) como 
una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin 
personería jurídica, para que sus recursos sean manejados por una entidad fiduciaria estatal o de 
economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del capital; para tal efecto, el Presidente de 
la República, el Ministro de Educación Nacional y Fiduciaria La Previsora S.A. celebraron contrato de 
fiducia mercantil protocolizado mediante la Escritura Pública No. 0083 de 21 de junio de 1990.  
 
Para los efectos de esta defensa del patrimonio público, es necesario que la señora Juez tenga en 
cuenta que el FOMAG es un fondo cuenta, que de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 3 y 4 de 
la Ley 91 de 1989 y el objeto del contrato mismo, constituye un patrimonio autónomo cuyos 
recursos son administrados por una sociedad fiduciaria (actualmente Fiduprevisora S.A.), sociedad 
de economía mixta vinculada al Ministerio de Hacienda y Crédito Público. Por ser un fondo cuenta, 
no se constituye como una entidad financiera y consecuentemente, no le es permitido realizar las 
operaciones financieras de que trata el Estatuto Orgánico del Sector Financiero (Decreto Ley 663 de 
1993), el cual referencia taxativamente las entidades que sí tienen esa posibilidad. En lo que se 
refiere al pago de las cesantías del personal docente afiliado al FOMAG, el artículo 15, numeral 3 de 
la misma ley, prevé los escenarios y la forma en que, según el periodo de vinculación del docente, 
se liquidan y pagan las correspondientes cesantías.  
 
Otra de las particularidades del régimen de los docentes deviene en que en virtud del artículo 1 del 
Decreto 3752 de 2003, a este fondo cuenta, se deben afiliar, obligatoriamente, todos los docentes 
del país. 
 
Para mayor claridad, resulta relevante resaltar las sustanciales diferencias que tiene el FOMAG con 
otros sistemas de administración de cesantías, particularmente en lo relacionado con la naturaleza 
jurídica, régimen especial, funcionamiento y operación, respecto de los demás regímenes de 
cesantías, así:  
 

• Fondos Privados de Cesantías: 
 
De acuerdo con lo establecido en el Estatuto Orgánico del Sector Financiero (Decreto Ley 663 de 
1993) los fondos privados de cesantías corresponden a la figura de un patrimonio autónomo de 
propiedad de los afiliados, independiente del patrimonio de la sociedad administradora y 
conformado por las cuentas individuales de éstos, las cuales, a su vez, tienen una subcuenta de 



 
 

 
 
 
 

 

 

corto y una subcuenta de largo plazo. Por su naturaleza, tienen las características de una entidad 
financiera, lo cual le permite realizar inversiones. En cuanto al régimen de liquidación de las 
cesantías y sus intereses pertenecientes a sus afiliados voluntarios, se realiza conforme a lo 
expresamente regulado por artículo 99 de la Ley 50 de 1990. 
 
Es importante anotar, que por disposición del Decreto 1582 de 1998, artículo 2, las entidades 
administradoras de cesantías creadas por la Ley 50 de 1990 podrán administrar en cuentas 
individuales los recursos para el pago de las cesantías. Esta modalidad de administración, 
corresponde exclusivamente a las entidades administradoras de cesantías creadas por la Ley 50 de 
1990, no así para el FOMAG, que se creó mediante la Ley 91 de 1989 bajo el principio de unidad de 
caja y, por tanto, las cesantías de los docentes no se administran en cuentas individuales.      
        

• Fondo Nacional del Ahorro: 
 
El Fondo Nacional del Ahorro se constituye como un establecimiento público creado mediante el 
Decreto Ley 3118 de 1968, bajo el régimen aplicable a las empresas industriales y comerciales del 
Estado. Está organizado como un establecimiento de crédito del orden nacional de carácter 
financiero, de naturaleza especial, con personería jurídica, autonomía administrativa y capital 
independiente.  
 
Este Fondo entidad se regula por la Ley 432 de 1998, al cual se deben afiliar obligatoriamente todos 
los servidores públicos y de manera excepcional, los particulares que voluntariamente lo hagan. En 
este sistema, también se dispuso el esquema de cuentas individuales para cada afiliado, tal como lo 
dispone el artículo 12, cuando se regula los intereses de las cesantías para el FNA, los cuales se 
abonarán a la cuenta individual de cada servidor público.  
 

2. Fuentes de financiación de los distintos regímenes de cesantías:  
  
Otra de las diferencias entre los diferentes regímenes de cesantías se encuentra en las fuentes de 
financiación de cada uno, como se plantea en el siguiente cuadro y su esquema de administración:   
  

FONDOS PRIVADOS DE CESANTÍAS 
(cuentas individuales por afiliado) 

FONDO NACIONAL DEL AHORRO 
(cuentas individuales por afiliado) 

FOMAG 
(fondo común-unidad de caja) 

Recursos con los que se conforman 

A. Las sumas que por concepto de 
auxilio de Cesantías consigne el 
empleador.  
B. Aportes voluntarios por los 
afiliados independientes. (Decreto 
1063 de 1991, artículo 12, literal b) y 
artículo 31). 
C. Aportes de las cooperativas o 
precooperativas de trabajo asociado. 
(Artículo 59 de la Ley 79 de 1988, el 
Decreto 468 de 1990 
y el Decreto 4855 de 2006). 
D. Los aportes de las entidades 
públicas del sector salud, de la rama 

a) Las cesantías de los afiliados,; 
b) Las apropiaciones y recursos 
provenientes de la Nación y de otras 
entidades de derecho público o 
privado; 
c) Los auxilios, subvenciones, 
donaciones o contribuciones; 
d) Los recursos provenientes de los 
empréstitos internos y externos;  
e) Los bienes que como persona 
jurídica adquiera a cualquier título y 
los frutos naturales o civiles de éstos; 
f) Los rendimientos que provengan de 
sus inversiones y rentas, cualquiera 

El 5% del sueldo básico mensual del 
personal afiliado al Fondo. 
Las cuotas personales de inscripción 
equivalentes a una tercera parte del 
primer sueldo mensual devengado, y 
una tercera parte de sus posteriores 
aumentos. 
 
El aporte de la Nación equivalente al 
8% mensual liquidado sobre los 
factores salariales que forman parte 
del rubro de pago por servicios 
personales de los docentes. 
 



 
 

 
 
 
 

 

 

judicial o del nivel territorial. 
(Decreto 1582 de 1998). 
E. Las sumas entregadas por la nación 
a través del sistema general de 
participaciones. 
F. Las sumas entregadas por la nación 
y las entidades territoriales por 
concepto de los contratos de 
concurrencia.  
G. Los rendimientos generados por 
los activos que integran los 
portafolios del fondo. 
H. El producto de las operaciones de 
venta de activos. 
I. Cualquier otro ingreso que resulte a 
favor de los portafolios del Fondo 

que sea su naturaleza; 
g) El producto de las operaciones de 
venta de activos; 
h) Los ahorros voluntarios de los 
afiliados; e 
i) Cualquier otro ingreso que resulte a 
favor del Fondo. 

El aporte de la Nación equivalente a 
una doceava anual, liquidada sobre 
los factores salariales que forman 
parte del rubro de servicios 
personales de los docentes. 
 
El 5% de cada mesada pensional que 
pague el Fondo incluidas las mesadas 
adicionales, como aporte de los 
pensionados. 
 
El 5 por mil, de que hablan las Leyes 4 
de 1966 y 33 de 1985, a cargo de los 
docentes, de toda nómina que les 
pague la Nación por servicios 
personales. 
 

FONDOS PRIVADOS DE CESANTÍAS FONDO NACIONAL DEL AHORRO FOMAG 
SUJETOS BENEFICIARIOS 

Trabajadores particulares vinculados 
a través de contrato de trabajo.  

Trabajadores y servidores públicos. 
 
Trabajadores del sector privado que 
se afilien voluntariamente.  

Exclusivamente y de forma 
obligatoria, el Personal docente. 

 
3. Imposibilidad jurídica y física de apertura de cuentas individuales para los afiliados al 

FOMAG  
 

A diferencia de lo dispuesto para los Fondos Privados de Cesantías y del Fondo Nacional del Ahorro, 
el esquema de manejo de las cesantías de los docentes del FOMAG tiene vedada la posibilidad de 
aperturar cuentas individuales para cada uno de sus afiliados. Lo anterior se explica a partir de la 
naturaleza y estructura de este fondo cuenta, la cual surge a partir de lo dispuesto por el propio 
legislador en las normas vigentes que gobiernan su funcionamiento, así:  
 

• Al tenor de lo establecido en el artículo 8 de la Ley 91 de 1989, los recursos del FOMAG se 
conforman con una pluralidad de fuentes, que corresponden, entre otras, a los realizados a 
través de los descuentos a los afiliados y los aportes de la Nación y las entidades 
territoriales. Es decir, durante la vigencia presupuestal respectiva se reserva el pasivo 
prestacional de los docentes, incluyendo las cesantías.  

• La totalidad de recursos con que se constituye el FOMAG conforman el patrimonio 
autónomo que se administra a través de un esquema fiduciario al que se refiere la Ley 91 
de 1989. En ese sentido, los recursos se administran conforme a las indicaciones de la 
mencionada ley, las cláusulas del contrato fiduciario y las determinaciones que apruebe el 
Consejo Directivo del FOMAG.  

• La Ley 1955 de 2019, artículo 57, señala que “Para el pago de las prestaciones económicas 
y los servicios de salud, el Fondo deberá aplicar el principio de unidad de caja con el fin de 
lograr mayor eficiencia en la administración y pago de las obligaciones definidas en la ley, 
…”. El principio de unidad de caja permite que con el recaudo de todos los rubros se 
conforme una caja común destinada a atender el pago de las obligaciones asumidas, en este 



 
 

 
 
 
 

 

 

caso, lo correspondiente a las prestaciones económicas de los docentes (incluidas las 
cesantías y los intereses de las cesantías) y los servicios de salud. 

 
De lo anterior se concluye que, en primer término, en el FOMAG no hay cuentas individuales para 
los docentes, y segundo, los valores que corresponden a las cesantías no se consignan sino que ya 
están presupuestados y trasladados al fondo, desde el primer mes de cada vigencia.  
   
Ahora bien, para mayor claridad del tema, el esquema descrito lo soporta un conjunto de normas 
que indican cómo se apropian los recursos que conforman el patrimonio autónomo del FOMAG, 
incluidas las cesantías y sus intereses (Ley 91 de 1989, artículo 8; Ley 715 de 2001, artículo 8 y 36; 
Decreto 196, artículos 12 y 13), normas que soportan el régimen especial del Magisterio, que 
finalmente deben interpretarse en concordancia con lo dispuesto en el artículo 5 del Decreto 3752 
de 2003. Es así como este procedimiento surte las siguientes fases:  
 

• Elaboración del cálculo actuarial que determina el total del pasivo prestacional a cargo de 
la entidad territorial con el FOMAG. Este cálculo se elabora con cargo a los recursos del 
fondo y se presenta de manera separada la deuda por concepto de cesantías y pensiones. 

• Una vez definido el monto de la deuda a pagar, y previa revisión del Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público, la sociedad fiduciaria (en este caso Fiduprevisora S.A.) comunica a la 
entidad territorial las cifras correspondientes a este concepto.  

• Esta deuda se cubre con el traslado de los recursos del Fondo Nacional de Pensiones de las 
Entidades Territoriales -FONPET- al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
-FOMAG-.  

• En caso de que estos recursos no fueren suficientes para cubrir la deuda, la entidad 
territorial deberá disponer de sus propios recursos hasta cubrir la totalidad de las 
obligaciones corrientes que correspondan.  

 
Teniendo en cuenta que el procedimiento descrito involucra los recursos de las cesantías y sus 
intereses, se puede concluir que anualmente se realiza la actividad operativa de la liquidación de 
las cesantías, ya que los recursos están inmersos en el FOMAG antes del 1 de febrero de cada 
vigencia, bajo el principio de unidad de caja. Esta actuación es probatoriamente demostrable en la 
medida en que Fiduprevisora S.A., en su calidad de vocera y administradora del FOMAG, emite 
comunicados a las diferentes Secretarías de Educación Certificadas y a los encargados de las oficinas 
de prestaciones económicas de las entidades territoriales, sobre la fecha de entrega del reporte de 
cesantías para pago de intereses en la primera nómina de cada vigencia.  
 
Para la liquidación de las cesantías correspondientes al año 2020, que es el periodo de cesantías del 
cual el demandante reclama que presuntamente no se realizó la consignación, Fiduprevisora S.A. 
emitió el Comunicado No. 16 de 17 de diciembre de 2019, en el cual se dieron los lineamientos 
operativos y la fecha para presentar el reporte de cesantías para pago de intereses en la primera 
nómina del año 2020. En dicha comunicación se especificó lo siguiente:  
 

“2. La fecha de recibo de reportes de cesantías para todas las Secretarías de 
Educación a nivel nacional, es hasta el 05 DE FEBRERO DE 2020. Esta fecha es 



 
 

 
 
 
 

 

 

improrrogable y, por tanto, el no reporte oportuno de la información a esta entidad, 
conllevará la no inclusión en nómina de los docentes, siendo el Ente Territorial el 
responsable de las contingencias que se deriven en el pago de los intereses y por la 
mora en el pago de las prestaciones a favor de los docentes”      

 
Con lo hasta aquí expuesto, podemos aproximarnos a las siguientes conclusiones:  
 

a) El compendio normativo en el cual se sustenta el FOMAG, cuyas normas fueron 
puntualmente citadas, no contempla la posibilidad de la apertura de cuentas individuales 
para cada uno de los afiliados, configurándose así la imposibilidad jurídica de acudir a su 
creación por vía de una orden judicial, como lo pretende el demandante, pues el FOMAG se 
rige por el principio de unidad de caja expresamente dispuesto para su administración. 

b) El funcionamiento mismo del fondo cuenta, que se administra bajo la figura de un fondo 
común, configura una imposibilidad física para aperturar cuentas individuales para cada 
uno de los más de 300.000 docentes que se encuentran afiliados al FOMAG. 

c) Ante la imposibilidad física y jurídica de apertura de cuentas individuales para cada docente 
afiliado al FOMAG, la imposibilidad se extiende a la figura de la “consignación de cesantías”. 
En lugar de una consignación, los docentes tienen la posibilidad de retirar sus cesantías 
siempre que su solicitud cumpla con el lleno de los requisitos de ley.  

d) Teniendo en cuenta las anteriores precisiones, no podría configurarse la sanción moratoria 
contemplada en la Ley 50 de 1990, artículo 99, para el escenario del FOMAG, ya que lo que 
pena la ley en mención es la consignación inoportuna de las cesantías y, al estar vedada la 
posibilidad de la consignación de las cesantías de los docentes del FOMAG, de contera se 
descarta algún tipo de sanción.     

 
4. Procesos de afiliación de los docentes al FOMAG y su diferencia respecto a las 

administradoras de cesantías y el Fondo Nacional del Ahorro 
 
Hasta ahora, nos hemos referido a las diferencias sustanciales que ostentan los tres regímenes de 
cesantías analizados, enfatizando en su naturaleza jurídica, los recursos que los conforman y la 
tipología de trabajador que vinculan. En este acápite, se profundiza en el procedimiento de afiliación 
que se debe surtir para vincular a cada trabajador y cómo la misma normativa establece las 
limitantes de adhesión a cada uno de los sistemas.  
 

• Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – FOMAG:  
 
De conformidad con lo establecido por la Ley 91 de 1989, reglamentada por el Decreto 3752 de 
2003, los docentes del servicio público educativo que estén vinculados a las plantas de personal de 
los entes territoriales deberán ser afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio – FOMAG. Lo anterior significa que, por un lado los docentes forzosamente deben ser 
afiliados al FOMAG y a través de ese fondo cuenta obtener el pago de sus prestaciones sociales y, 
por otra parte, sus cesantías deben ser reconocidas y pagadas de acuerdo a los procedimiento y 
reglamentación establecida para tales efectos. Es decir, el ordenamiento jurídico no prevé que los 
docentes tengan la posibilidad de elegir otro esquema o figura de administración de sus cesantías, 



 
 

 
 
 
 

 

 

sino que por voluntad expresa del legislador deben someterse al régimen especial previsto para el 
magisterio, el cual no ha sido retirado del mundo jurídico por parte de algún alto tribunal.  
 

• Fondos Privados de Cesantías: 
 
De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 98 de la Ley 50 de 1990, aquellas personas que se 
encuentren vinculadas en una relación laboral regida mediante contrato de trabajo, 
obligatoriamente deben afiliarse a una de las empresas administradoras de cesantías (AFP), cuya 
creación se autorizó en virtud del numeral 6 del artículo 99 de la citada ley. A diferencia de los 
docentes del FOMAG, los trabajadores a los que les es aplicable este esquema tienen la posibilidad 
de escoger libremente la entidad administradora de fondos y pensiones de cesantías a la cual 
desean afiliarse y, adicionalmente, tienen la potestad de trasladar sus saldos de un fondo de 
cesantías a otro, siempre y cuando sean de la misma naturaleza (Ley 50 de 1990, artículo 99, 
numeral 5).  
 
En Colombia, actualmente funcionan 4 AFP: Protección S.A., Porvenir S.A., Colfondos Pensiones y 
Cesantías y Old Mutual. 
 
Lo anterior, sin perjuicio de lo establecido en la Ley 432 de 1998, artículo 8, que permite a los 
trabajadores del sector privado su afiliación en el Fondo Nacional del Ahorro, gozando de todos los 
beneficios contemplados para este sistema de administración de las cesantías, con excepción de lo 
relacionado con el artículo 12 de la misma ley, referente al cálculo de los intereses de las cesantías.           
 

• Fondo Nacional del Ahorro: 
 
Por disposición expresa del artículo 5 de la Ley 432 de 1998, los servidores públicos de la Rama 
Ejecutiva del Poder Público deben afiliarse al Fondo Nacional del Ahorro. Es importante anotar, que 
el mismo artículo previó que dicha afiliación no es aplicable al personal uniformado de las Fuerzas 
Militares y de la Policía Nacional, ni a los afiliados del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio creado mediante la Ley 91 de 1989. La excepción era apenas obvia, en razón a que los 
docentes se encuentran cobijados por un régimen especial creado mediante una norma anterior.  
 
De lo anterior se concluye, que las cesantías de los servidores públicos de la Rama Ejecutiva 
forzosamente deben ser administradas a través de una figura específica, en este caso, por 
intermedio del Fondo Nacional del Ahorro, de acuerdo a la normativa y reglamentación prevista 
para tales efectos. 
 

• Conclusiones: 
 
De las acotaciones anteriormente realizadas, en donde se citan puntualmente las normas que se 
refieren a la especificidad de la tipología de trabajadores que obligatoriamente se debe afiliar a cada 
uno de éstos, podemos concluir que el diseño que hasta la fecha se encuentra vigente corresponde 
a un sistema de administración de cesantías coherente, en donde, atendiendo a la claridad de su 
reglamentación, no habría lugar a ningún tipo de confusión respecto de su funcionamiento y las 



 
 

 
 
 
 

 

 

reglas que, según el tipo de trabajador, deben observarse para la liquidación y pago de las 
respectivas cesantías.         
 

5. Régimen de intereses de cesantías en los distintos esquemas 
 
Teniendo en cuenta que parte de la discusión jurídica de las pretensiones gira en torno a la 
oportunidad y forma en que deben pagarse los intereses de cesantías de los docentes del FOMAG, 
corresponde puntualizar lo relativo al régimen aplicable en cada uno de los regímenes:  
 

• Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio: 
 
En lo que se refiere a los intereses de las cesantías de los docentes del FOMAG, encontramos que la 
Ley 91 de 1989, artículo 15, señala expresamente la manera en cómo se liquidan los intereses de las 
cesantías del personal docente, así:  
 

“El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio reconocerá y pagará un 
interés anual sobre saldo de estas cesantías existentes al 31 de diciembre de cada año, 
liquidadas anualmente y sin retroactividad, equivalente a la suma que resulte aplicar 
la tasa de interés, que de acuerdo con certificación de la Superintendencia Bancaria, 
haya sido la comercial promedio de captación del sistema financiero durante el mismo 
período.” 

 
Adicionalmente, el Acuerdo No. 39 de 1998 del Consejo Directivo del FOMAG, estableció el 
procedimiento mediante el cual se hace efectivo el mandato legal contenido en el artículo 
mencionado. A su vez, el artículo 4 del acuerdo que se cita, indica:  
 

“ARTICULO CUARTO: El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
realizará el pago de los intereses en el mes de marzo, a los docentes cuya información 
haya sido remitida a la Entidad Fiduciaria que administra los recursos del Fondo a más 
tardar el cinco (5) de febrero de cada año, y en el mes de mayo a los docentes cuya 
información haya sido remitida a la Entidad Fiduciaria en el período comprendido 
entre el seis (6) de febrero hasta el quince (15) de marzo de cada año. En los casos en 
que la entidad territorial reporte la información con posterioridad a ésta fecha, la 
entidad fiduciaria, programará pagos posteriores, de lo cual informará al Consejo 
Directivo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.”  

 
Los plazos establecidos en el acuerdo transcrito fueron expedidos y publicados por el Consejo 
Directivo del FOMAG en ejercicio de las funciones establecidas en el artículo 7 de la Ley 91 de 1989, 
entre otras, la de “Determinar la destinación de los recursos y el orden de prioridad conforme al 
cual serán atendidas las prestaciones sociales frente a la disponibilidad financiera del Fondo, de tal 
manera que se garantice una distribución equitativa de los recursos”. Bajo esa línea, la liquidación 
de los intereses de las cesantías los docentes de FOMAG sigue ese procedimiento.  
 
Ahora bien, la firma de abogados que representa a la docente Nailen Yohanna Castillo Angulo , 
presentó ante el Consejo de Estado el medio de control de “nulidad simple por inconstitucionalidad” 



 
 

 
 
 
 

 

 

del artículo 4 del Acuerdo No. 39 de 1998, al cual le fue asignado el expediente No. 
11001032500020210068600 (3740-2021) y su trámite se surte ante la Sección Segunda, Subsección 
A, de ese alto tribunal.  
 
Se concluye entonces que lo dispuesto por el Consejo Directivo del FOMAG en materia de intereses 
de cesantías tiene plena vigencia, por tanto, no puede pretender la parte demandante que por vía 
de las pretensiones de la presente acción judicial el juez de esta causa decrete una especie de 
“derogatoria tácita” del acuerdo al que se hace referencia, máxime cuando es su misma firma la que 
está persiguiendo la nulidad de la disposición a través de la autoridad competente para declararla.        
 

• Fondos Privados de Cesantías: 
 
Para la liquidación de los intereses de las cesantías de los trabajadores vinculados mediante contrato 
de trabajo, el numeral 2 del artículo 99 de la Ley 50 de 1990, expresamente dispuso lo siguiente:  
 

“2. El empleador cancelará al trabajador los intereses legales del 12% anual o 
proporcionales por fracción, en los términos de las normas vigentes sobre el régimen 
tradicional de cesantía, con respecto a la suma causada en el año o en la fracción que se 
liquide definitivamente.” 

 
A diferencia de los docentes afiliados al FOMAG, en el caso de los trabajadores particulares 
encontramos que el esquema previsto es un porcentaje anual o proporcional por fracción, en este 
caso el 12%, que se aplica a la suma causada en el año o en la respectiva fracción. Nótese, que a 
diferencia de los docentes del FOMAG, los trabajadores particulares: (i) no tienen la posibilidad de 
que la liquidación de los intereses de las cesantías se realice respecto del saldo acumulado de 
cesantías, sino por el de cada año individualmente considerado, y (ii) la tasa de interés está atada al 
12%, sin que se consideren las fluctuaciones de la economía, hecho que sí está previsto para los 
docentes del FOMAG, cuya tasa de interés será la certificada por la hoy Superintendencia Financiera, 
de acuerdo a la comercial promedio de captación del sistema financiero durante el mismo período.  
 

• Fondo Nacional del Ahorro: 
 
En el caso de este fondo, la liquidación de los intereses se encuentra expresamente reglada por el 
artículo 12 de la Ley 432 de 1998, el cual señala lo siguiente:  
 

“Artículo 12. INTERESES SOBRE CESANTÍAS. El Fondo Nacional del Ahorro reconocerá y 
abonará en la cuenta de cesantías de cada servidor público afiliado, un interés equivalente 
a la variación anual de la Unidad de Valor Real-UVR, certificada por el Banco de la 
República, sobre las cesantías liquidadas por la entidad nominadora correspondientes al 
año inmediatamente anterior o proporcional por la fracción de año que se liquide 
definitivamente. No obstante, el cálculo del interés tendrá en cuenta las fechas en las que 
fue consignada cada fracción. 

 
Para el efecto, los saldos que administre el Fondo Nacional del Ahorro por este concepto se 
denominarán en UVR y se expresarán en pesos de acuerdo con el valor de la UVR, 



 
 

 
 
 
 

 

 

certificado por el Banco de la República, con base en la fecha de consignación de cada una 
de las fracciones.” 

 
Se concluye entonces que, aún en el esquema previsto para la liquidación de los intereses de las 
cesantías en el Fondo Nacional del Ahorro, tampoco se tienen en cuenta el saldo acumulado por 
concepto de cesantías, sino que se replica la fórmula de las AFP correspondiente al valor de la 
cesantía del último año. En cuanto al porcentaje, este se encuentra atado a la variación de la 
UVR certificada por el Banco de la República, más no a la comercial promedio de captación del 
sistema financiero durante el mismo período.  
 
Aspecto importante para resaltar, es el atinente al principio de inescindibilidad de los regímenes, 
toda vez que, si bien los trabajadores particulares pueden vincularse al Fondo Nacional del 
Ahorro, el artículo 9 de la Ley 432 de 1998 establece que “Los empleadores del sector privado 
deberán liquidar y consignar las cesantías de sus trabajadores afiliados al Fondo Nacional del 
Ahorro, de acuerdo con lo establecido en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990”.   
 
Para mayor claridad, a continuación se realizan dos ejercicios aritméticos para evidenciar: (i) la 
rentabilidad de las cesantías calculada por cada millón de pesos en los diferentes regímenes en 
un rango de cinco años (2015-2022); (ii) la rentabilidad de las cesantías correspondientes al caso 
de la demandante Nailen Yohanna Castillo Angulo  en el mismo periodo, bajo la hipótesis de 
que no hubiere realizado retiros parciales de cesantías.    
 

6. Principio de inescindibilidad 
 
En línea con el recuento normativo expuesto, las características de cada sistema de cesantías tiene 
claramente delimitada sus reglas en la legislación. Es así como para el caso de los docentes del 
FOMAG, la ley no dispuso la existencia de cuentas individuales en la cual se debieran consignar sus 
cesantías, sino que el fondo cuenta se encuentra estructurado en el principio de “unidad de caja”. 
En todo caso, sus cesantías e intereses de cesantías se encuentran plenamente garantizados, lo cual, 
en últimas, cumple fielmente los presupuestos constitucionales (artículos 42 y 48) en que se 
sustenta el auxilio de cesantías, esto es: (i) subvencionar las necesidades del trabajador mientras 
permanece cesante, y (ii) atender otros requerimientos importantes del trabajador como vivienda 
y educación.  
 
El hecho de que en el sistema normativo de los docentes se prescinda de la herramienta financiera 
de las cuentas individuales no pone en peligro el acceso a este auxilio, por tanto, en el derecho 
positivo no se incorporó algún tipo de indemnización frente a una consignación tardía en una cuenta 
individual, pues es imposible que este hecho se de en la realidad. Bajo ese entendimiento, el Consejo 
de Estado advirtió que lo que sí debía protegerse era el pago oportuno del auxilio de cesantías, y 
para lo cual dio lugar a la sanción moratoria en la Sentencia SU-00580 de 2018.   
 
en tanto y que, lo que sí puede darse materialmente es el pago extemporáneo de las cesantías 
legalmente solicitadas, frente a lo cual, es sabido que la sentencia de unificación 00580 de 2018 del 
Consejo de Estado sentó jurisprudencia respecto a dicha situación.  
 



 
 

 
 
 
 

 

 

Ahora bien, el hecho que ha generado la apertura del presente debate jurídico se encuentra fincado, 
en parte, al contenido del artículo 13 de la Ley 344 de 1996, reglamentado parcialmente por el 
Decreto 1582 de 1998, el cual señala:  
 

“Sin perjuicio de los derechos convencionales, y lo estipulado en la Ley 91 de 1989, a 
partir de la publicación de la presente Ley, las personas que se vinculen a los Órganos y 
Entidades del Estado tendrán el siguiente régimen de cesantías: Ver Art. 3° Decreto 
Nacional 1919 de 2002 
  
a) El 31 de diciembre de cada año se hará la liquidación definitiva de cesantías por la 
anualidad o por la fracción correspondiente, sin perjuicio de la que deba efectuarse en 
fecha diferente por la terminación de la relación laboral; 
  
b) Les serán aplicables las demás normas legales vigentes sobre cesantías, 
correspondientes al órgano o entidad al cual se vinculen que no sean contrarias a lo 
dispuesto en el literal a) del presente artículo; 
(…)” (negrillas fuera del texto original) 

  
En la extensión que esta ley realizó respecto de las personas que se vincularan a los órganos y 
entidades del Estado, hizo salvedad expresa a las particularidades del sistema de cesantías de los 
docentes que se rigen por la Ley 91 de 1989. La alocución legislativa no pudo ser más contundente 
al respecto, ya que se apoyó en la secuencia léxica “Sin perjuicio de”, que quiere decir “dejando a 
salvo a”. La misma Corte Constitucional advierte en la Sentencia SU-098 de 2018, que cuando 
existen controversias en la aplicación de dos normas que rijan una misma situación laboral se debe 
escoger la más favorable al trabajador; sin embargo, esto no se puede realizar de espaldas al 
principio de inescindibilidad, para lo cual reseña: “El principio de favorabilidad como mandato 
constitucional debe guardar consonancia con el principio de inescindibilidad, en este sentido su 
armonización consiste en que una vez se elige la norma más favorable, esta debe aplicarse en su 
totalidad sin escindir su contenido.”.  
 
Se pregunta entonces: ¿Cómo puede aplicarse una norma suprimiendo una frase expresamente 
consignada en ella? A nuestro juicio, es imposible desprenderse de la salvedad que puntualmente 
señala la ley respecto de lo estipulado en la Ley 91 de 1989. Una interpretación en contrario 
contraviene la armonía y consonancia que debe imponerse para que coexistan los dos principios en 
la resolución de un caso particular.  
 
En los hechos de la presente demanda, encontramos que el apoderado de la parte demandante 
fuerza las normas que rigen el imperio de las cesantías de los docentes del FOMAG a decir cosas que 
el legislador no ha contemplado. Y, a través de una cuestionable práctica, agrega textos inexistentes 
al contenido del artículo 57 de la Ley 1955 de 2019, buscando quizás la formación de una especie 
de “Lex Tertia” que, aunque controvertida, corresponde a una figura que en el derecho penal 
excepcionalmente aplican los jueces en sus decisiones. 
 

7. Indebida interpretación de la jurisprudencia relacionada con las cesantías del FOMAG 
 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=5496#1
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=5496#1


 
 

 
 
 
 

 

 

Para robustecer su argumentación, el apoderado de la parte demandante se refiere a una serie de 
pronunciamientos judiciales de las altas cortes que él mismo clasifica de la siguiente manera:  
 

• Sentencia SU-098 de 2018 de la Corte Constitucional 

• Sentencias del Consejo de Estado:  
 

No. RADICADO EXPEDIENTE FECHA DECISIÓN MAGISTRADO PONENTE 

1 08001-23-33-000-2013-00666-01 
(0833-16) 

6 de agosto de 2020 
 

Dra. SANDRA LISETH 
IBARRA 

 

2 76001-23-31-000-200900867-01, No. 
Interno: 4854-2014 

 

24 de enero de 2019 
 

Dra. SANDRA LISETH 
IBARRA 

 
3 54001-23-33-000-2016-00236-01 21 de febrero de 2019 Dra. SANDRA LISETH 

IBARRA 
 

4 08001-23-33-000-2014-00208-01 10 de junio de 2020 Dra. SANDRA LISETH 
IBARRA 

 

5 08001-23-33-000-2014-00132-01 7 de diciembre de 2020 Dr. WILLIAM 
HERNÁNDEZ GÓMEZ 

 

6 08001 23 31 000 2014 00815 01 
(4979–2017) 

17 de junio de 2021 
 

Dr. GABRIEL VALBUENA 
HERNÁNDEZ 

 

7 08001-23-33-000-2015-00331-01 17 de junio de 2021 Dr. CÉSAR PALOMINO 
CORTÉS 

 

 
Centraremos nuestra atención en el contenido de la sentencia SU-098 de 2018 de la Corte 
Constitucional por dos razones fundamentales: (i) porque se trata de una sentencia de unificación 
de jurisprudencia perteneciente a la tipología “interpretativas”, y (ii) porque los pronunciamientos 
del Consejo de Estado citados por la parte demandante, deciden casos particulares y concretos en 
donde las pretensiones no han prosperado por estar prescritas.  
 
En su génesis, la sentencia SU-098 de 2018 tuvo su origen en la revisión que hizo la Corte 
Constitucional de una sentencia de tutela proferida por la Sección Quinta del Consejo de Estado que 
revocó la decisión que, en primera instancia, había proferido la Sección Cuarta de la misma 
corporación. Es importante anotar, que el Ministerio de Educación Nacional no hizo parte, en 
ninguna de las instancias, de la parte pasiva de las acciones constitucionales revisadas por la Corte 
Constitucional, como tampoco fue integrada al trámite de la sentencia de unificación que se está 
referenciando. La parte accionada estuvo conformada por el municipio de Santiago de Cali, quien 
no había realizado la afiliación del docente al FOMAG, y de contera, no había trasladado los periodos 
correspondientes a las cesantías en las que el docente no estuvo afiliado al fondo.  
 
La Corte Constitucional ordenó a la Sección Segunda, Subsección B de la Sala de lo Contencioso 
Administrativo del Consejo de Estado emitir un nuevo fallo en el que se tenga en cuenta las 
consideraciones referentes a la aplicación del principio de favorabilidad e interpretación conforme 



 
 

 
 
 
 

 

 

a la Constitución, esto es, en torno al derecho de los docentes al reconocimiento y pago de la sanción 
moratoria establecida en la Ley 50 de 1990. En cumplimiento de la anterior decisión, la Sección 
Segunda del Consejo de Estado emitió sentencia del 24 de enero de 2019, en la cual dio 
cumplimiento a la Sentencia SU-098 de 2018 y en su lugar condenó, a título de restablecimiento del 
derecho, a que el municipio de Santiago de Cali realizara el reconocimiento y pago de la sanción 
moratoria “prevista en el artículo 99 de la Ley 50 de 1999, equivalente a un día de salario por cada 
día de retardo desde el 15 de febrero de 2007 hasta el 1 de octubre del mismo año”. Valga aclarar, 
que el origen de la sanción moratoria devenía para este caso concreto del hecho de que el municipio 
de Cali no realizó la afiliación del docente al FOMAG y, por ende, tampoco realizó la consecuencia 
consignación de las cesantías.  
 
Las circunstancias fácticas relacionadas con el caso que desató la Corte Constitucional en la 
sentencia SU-098 de 2018 no corresponden a las mismas en las que se fundan las pretensiones de 
la demandada, ya que, en este caso concreto, no se cuestiona una afiliación inoportuna al FOMAG 
que haya devenido en el retardo de la consignación de las cesantías. En este caso puntual, la 
demandante reclama la consignación extemporánea de sus cesantías en los plazos establecidos en 
la Ley 50 de 1990 e indemnización por pago inoportuno de los intereses, frente a lo cual, como se 
ha venido señalando, es imposible que se cause una demora respecto de un hecho que la 
administración no puede ejecutar en el régimen especial de los docentes, ya que resulta imposible 
realizar una consignación ante la ausencia de cuentas individuales por cada afiliado.  
 
Bajo este panorama, la Corte Constitucional en la sentencia analizada cita el contenido de la 
Sentencia C-298 de 2006, advirtiendo que “la existencia de regímenes especiales no puede 
considerarse discriminatorio per se sin analizar previamente las particularidades de cada caso 
concreto”. En este caso, se probará que al caso del docente Nailen Yohanna Castillo Angulo  no le 
son extensibles los efectos de la sentencia de unificación (SU-098 de 2018) de la Corte 
Constitucional.    
 
Con base a los elementos ampliamente analizados, principalmente lo relativo a la imposibilidad 
física y jurídica de efectuar consignaciones de cesantías en cuentas individuales de los docentes del 
FOMAG, procedemos a abordar los problemas jurídicos planteados en la demanda, con la intención 
de que, muy respetuosamente, el operador judicial de esta causa los considere dentro de su 
decisión.    
 

• ¿Se configuran, en el caso concreto de la docente Nailen Yohanna Castillo Angulo  los 
presupuestos necesarios para el reconocimiento y pago de la sanción por mora de que trata 
la Ley 50 de 1990 y el pago de indemnización por pago tardío de intereses a las cesantías? 

 
No se configuran, en el caso de la señora Nailen Yohanna Castillo Angulo  los presupuestos 
indicados en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990 para que se configure la sanción moratoria de que 
trata la ley.   
 
Lo anterior, teniendo en cuenta que la sanción por mora por la no consignación o consignación 
extemporánea de las cesantías (establecida en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990) está atada a un 
hecho concreto, esto es, el acto de la “consignación de las cesantías”. Como quiera que en el 



 
 

 
 
 
 

 

 

esquema establecido por la Ley 91 de 1989 y el Decreto 3752 de 2003 aplicable a los docentes del 
FOMAG no se administran las cesantías a través de la creación de cuentas individuales, luego 
entonces no hay consignación, por tanto, no puede configurarse sanción moratoria respecto de un 
hecho que materialmente no puede darse. El símil a aplicarse, para el caso de los docentes, es el 
cálculo, liquidación y apropiación de los recursos que garantizan el pago de las cesantías e intereses 
a las cesantías, el cual se realiza cada año conforme a lo dispuesto en la Ley 91 de 1989 y el Acuerdo 
No. 39 de 1998.      
 

• ¿Cómo se garantiza el principio de inescindibilidad de la norma en el régimen especial de 
las cesantías de los docentes? 

 
Atendiendo a la interpretación de la Corte Constitucional en la Sentencia C-098 de 2018, 
encontramos que para garantizar el principio de inescindibilidad de la norma se deben atender, en 
su integridad, las normas que gobiernan, en este caso, el régimen especial de los docentes del 
FOMAG. Al aplicar esas normas, encontramos este sistema no contempla cuentas individuales para 
cada docentes, luego entonces no se da el hecho o acto de la consignación de las cesantías, con lo 
cual, no es posible extender una sanción que exclusivamente está contemplada para los casos de 
omisión o consignación tardía de las cesantías.    
 
 

IV. EXCEPCIONES 
 

Acorde con la argumentación que muy respetuosamente se presentó al señor(a) juez(a) en 
precedencia, se procede, en los términos establecidos la Ley 1437 de 2011, artículo 175, numeral 3, 
y el parágrafo 2 ibídem, modificado por el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021, el cual señala que las 
excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del 
Código General del Proceso, se procede a formular las siguientes excepciones previas.  
 

1) Ineptitud de la demanda por falta de requisitos formales: 
 
La ineptitud de la demanda, como causal de excepción previa, se erige cuando el juez al calificar el 
escrito introductorio advirtió que el mismo no reúne los requisitos legales establecidos en el art. 
162 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo o los demás 
especiales señalados en el mismo estatuto para ciertos medios de control, o bien porque 
conteniente una indebida acumulación de pretensiones.  
 
Para el asunto, se observa que en la demanda, se observa que desde la referencia se anuncia que el 
medio de control incoado es el de nulidad y restablecimiento del derecho de un acto ficto o presunto 
proferido por la administración. Es así como la demanda trae como referencia lo siguiente:  
 

“REFERENCIA: Demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho – de Carácter Laboral – 
INDEMNIZACIÓN LEY 50/1990. Acto ficto” (subrayado fuera del texto original).” 

 
Por su parte, las pretensiones especifican, sin asomo de duda, el objeto de la acción judicial, lo cual 
textualmente se plasmó en los siguientes términos:  



 
 

 
 
 
 

 

 

 
“1. Declarar la nulidad del acto administrativo ficto configurado el 30 de noviembre de 2022, 
frente a la petición presentada ante el Departamento del Valle del Cauca, el día 7 de 
septiembre DE 2021(…)” (subrayado fuera del texto original).  

 
Es claro entonces que el demandante persigue que el juez(a) de la presente causa declare la nulidad 
del acto administrativo ficto o presunto configurado por la presunta no contestación de una solicitud 
de reconocimiento indemnizatorio presentada el día 7 de septiembre de 2021 ante el 
Departamento del Valle del Cauca.  
 
Ahora bien, de acuerdo con las gestiones adelantadas por este ministerio para estructurar la 
presente contestación, se tiene que el ente territorial acusado y la Fiduprevisora S.A., en su calidad 
de vocera y administradora del FOMAG, dieron contestación a las comunicaciones remitidas por 
parte del apoderado de la entidad demandante, así:  
 

• Mediante oficio No. 20211092387691 del 17 de septiembre de 2021 la Fiduprevisora dio 
respuesta a la solicitud de indemnización moratoria por la no consignación en término de 
las cesantías correspondientes al año 2020 e indemnización con consignación inoportuna 
de los intereses a las cesantías por el mismo periodo.  

 
Comunicación que tenía el demandante la obligación de identificar en el escrito de demanda como 
el acto acusado, y no,  presentar peticiones para que se declare la existencia de un acto 
administrativo ficto o presento que en el presente caso no se configura, pues como se ha 
manifestado, si existe respuesta expresa frente a la solicitud del 7 de septiembre de 2021. 
 
Lo anterior, da cuenta de la inexistencia del acto administrativo ficto o presunto demandado en el 
presente proceso, si se tiene en cuenta que por voluntad expresa del artículo 83 de la Ley 1437 de 
2011 (CPACA), el silencio administrativo se configura cuando “Transcurridos tres (3) meses contados 
a partir de la presentación de una petición sin que se haya notificado decisión que la resuelva, se 
entenderá que es negativa”.  
 
Por su parte, la jurisprudencia del Consejo de Estado, en pronunciamientos como la sentencia de 
fecha 15 de septiembre de 2011, proferida en el marco del radicado No. 50001-23-31-000-2005-
40528-01 (0097-10), con extremada precisión aclara las consecuencias para aquellas acciones 
judiciales en las que se desvirtúa la ausencia de respuesta por parte de la administración, la cual no 
es otra que la declaratoria de ineptitud de la demanda, como a continuación se transcribe. 
 

“En primer lugar, se advierte que el acto ficto demandado es inexistente, toda vez, que dicho 
fenómeno procedimental se configura al tenor de lo dispuesto en el artículo 40 del C.C.A., 
cuando transcurridos tres meses luego de elevada una solicitud en interés particular, la 
Administración no ha notificado decisión alguna al respecto. En el caso objeto de análisis, la 
Entidad demandada mediante Oficio del día 7 de septiembre de 2005 dio respuesta negativa 
a la solicitud elevada el día 1° del mismo mes y año, hecho que a todas luces demuestra que 
no se configuró tal ficción jurídica, ni mucho menos predica la existencia de un acto de 
insubsistencia o de desvinculación implícito o tácito.  



 
 

 
 
 
 

 

 

 
Por consiguiente, se configura una ineptitud sustancial de la demanda.” (negrillas fuera 
del texto original).  

 
En el presente asunto, se configuran entonces todos los elementos para predicar que nos vemos 
frente a la ineptitud sustancial de la demanda. No obstante, advierte este ministerio que, en caso 
de que el juez(a) lo considere pertinente, se ordene la práctica de pruebas respectivas, lo cual se 
solicitará en el respectivo acápite de pruebas.  
 
 

V. EXCEPCIONES DE MÉRITO 
 

1) Inexistencia de la obligación  
 
Cuando se analizó el problema jurídico, se hizo énfasis en la imposibilidad jurídica y material de 
administrar los recursos de las cesantías de los docentes del FOMAG bajo la figura de cuentas 
individuales, lo cual descarta de contera, que se pueda ejecutar el acto físico de la consignación de 
las cesantías, hecho del cual pende la configuración de la sanción moratoria de que trata la Ley 50 
de 1990 artículo 99.  
 
También se realizó una breve reseña de las órdenes que se desprenden de la sentencia de 
unificación SU-098 de 2018, en la cual la Corte Constitucional delimitó el rango interpretativo del 
principio de favorabilidad para la aplicación de la normativa relacionada con las cesantías de los 
docentes oficiales. Respecto del principio de inescindibilidad, dijo el alto tribunal que bajo ninguna 
medida podía entenderse la aplicación fragmentada de las normas que gobiernan el régimen 
especial de los docentes; por el contrario, anota esta jurisprudencia que “no se trata de normas 
excluyentes que exigen aplicar una u otra sino de disposiciones que se complementan”.  
 
Así las cosas, la interpretación que se le debe dar al caso concreto que nos trae al presente litigio 
debe salvaguardar el mandato expresado en la sentencia de unificación citada, es decir, bajo 
ninguna medida pueden dejarse de lado circunstancias legalmente reguladas como la imposibilidad 
de creación de cuentas individuales para las cesantías de los docentes y la misma imposibilidad de 
consignar sus cesantías en cuentas que la legislación no ha previsto. También se deben salvaguardar 
los procedimientos previstos en las normas vigentes para la liquidación de las cesantías y sus 
intereses, ya que una interpretación en contrario equivale a transgredir el principio de 
inescindibilidad y la jurisprudencia misma de la Corte Constitucional.  
 
Acto seguido, se debe verificar que para la vigencia de 2020 se hayan llevado a cabo los trámites a 
los que se refiere la Ley 91 de 1989, el Acuerdo No. 39 de 1998, el principio de “unidad de caja” 
consignado en el artículo 57 de la Ley 1955 de 2019 y las demás normas concordantes. Así las cosas, 
encontramos probado lo siguiente:  
 

- Fiduprevisora emitió el Comunicado No. 16 de 17 de diciembre de 2019, en el cual se dieron 
los lineamientos operativos y la fecha para presentar el reporte de cesantías para pago de 



 
 

 
 
 
 

 

 

intereses en la primera nómina del año 2020. En dicha comunicación se especificó lo 
siguiente:  

 
“2. La fecha de recibo de reportes de cesantías para todas las Secretarías de Educación a 
nivel nacional, es hasta el 05 DE FEBRERO DE 2020. Esta fecha es improrrogable y, por tanto, 
el no reporte oportuno de la información a esta entidad, conllevará la no inclusión en 
nómina de los docentes, siendo el Ente Territorial el responsable de las contingencias que 
se deriven en el pago de los intereses y por la mora en el pago de las prestaciones a favor 
de los docentes”.  
 

- Tal como consta en los comprobantes aportados por la parte demandante, los intereses de 
cesantías de la señora Nailen Yohanna Castillo Angulo correspondientes al año 2020 fueron 
pagadas en el mes de marzo de 2020, cumpliendo así lo dispuesto en el Acuerdo No. 39 de 
1998, artículo 4, expedido por el Consejo Directivo del FOMAG, el cual continúa teniendo 
plena vigencia hasta tanto la jurisdicción competente decida lo contrario. 
 

- Las cesantías de la señora Nailen Yohanna Castillo Angulo , correspondientes a la vigencia 
de 2020, se encuentran garantizadas desde la realización de la actividad operativa de su 
liquidación y, por tanto, mal podría predicarse un trámite extemporáneo que dé lugar a 
algún tipo de indemnización.  

 
Salta a la vista una única conclusión, la cual se encuentra acorde el criterio hermenéutico consignado 
en la sentencia SU-098 de 2018, y es que en el presente asunto no se configura la sanción moratoria 
establecida en la Ley 50 de 1990, artículo 99, como tampoco se podrá configurar esta sanción para 
los docentes que se encuentren bajo los mismos supuestos de hecho aquí expresados.  
 
Lo que se solicita en la presente demanda es un hecho de imposible cumplimiento, ya que como 
reiteradamente se señala en el texto del líbelo, se pretende que las cesantías de los docentes sean 
consignadas en una cuenta individual del docente en el FOMAG, siendo que la misma legislación 
previó un sistema distinto para este esquema en donde es inadmisible la administración a través de 
cuentas individuales.  
 
Para que esto sea posible se requeriría que el legislador desmonte el compendio de normas bajo la 
cual se erige la estructura del FOMAG y en su lugar disponga otro modelo que derogue el que 
actualmente se encuentra vigente. Así mismo, yerra el demandante cuando señala que esta 
obligación inicia con la entrada en vigencia de la Ley 1955 de 2019, artículo 57, siendo que esta 
norma jamás hace referencia a la constitución de cuentas individuales; por el contrario, ratifica el 
principio de unidad de caja para el pago de las prestaciones económicas de los docentes y la 
prestación de los servicios médico-asistenciales.  
 
Esto conlleva a que inequívocamente nos veamos frente a la “inexistencia de la obligación”, la cual 
respetuosamente solicitamos sea declarado como probado bajo la suficiencia argumentativa, con 
soporte legal y jurisprudencial, que aquí se ha consignado.            
 

2) Caducidad 



 
 

 
 
 
 

 

 

 
De acuerdo a esta excepción, es notable de acuerdo al  No. 3 del artículo 136 del Código Contencioso 
Administrativo1 que no existe termino de caducidad en los actos fictos o presuntos y para el caso 
sub – examine es incierta la afirmación y pretensión del accionante y su apoderado, pues en caso 
que se hubiese dado contestación de la solicitud del pago de la sanción moratoria se quebrantaría 
el andar jurídico de ficto o presunto para recrearse un debate jurídico de agotamiento de vía 
gubernativa y contabilidad de términos de acuerdo al artículo 136 No. 22 de cuatro (4) meses para 
interponer acción de nulidad y restablecimiento del derecho pretendida en la presente.  
 
En este orden de ideas, solicito en esta instancia su señoría que a petición de la suscrita o de oficio 
se solicite certificación donde conste o no contestación del derecho de petición de solicitud de pago 
de mora.  
 

3) Excepción genérica 
 

En virtud del alcance del principio de búsqueda de la verdad formal en materia de excepciones, 
frente a los poderes oficiosos del juez es necesario afirmar que lo fundamental no es la relación del 
hecho que configuran una determinada excepción, sino la prueba de estos, por ende, si el juez 
encuentra probados los hechos que lo constituyen deberá reconocerla oficiosamente. 
 
Por lo anterior, solicito al señor juez ordenar de oficio la práctica de las pruebas pertinentes, así 
como declarar oficiosamente, las excepciones que aparezcan probadas de conformidad con el 
ordenamiento procesal. 
 
 

VI. CONDENA EN COSTAS  
 
Respecto de las pretensiones del demandante, se resalta que el Ministerio de Educación Nacional 
ha atendido más de 45.000 solicitudes de conciliación extrajudicial en donde, bajo los mismos 
supuestos de hecho y de derecho, se pretende la indemnización que nos trae a esta demanda y de 
la que ampliamente se ha expuesto su improcedencia. Por tanto, con fundamento en lo establecido 
en el artículo 188, adicionado por el artículo 47, inciso 2, de la Ley 2080 de 2021, el cual señala “En 
todo caso, la sentencia dispondrá sobre la condena en costas cuando se establezca que se presentó 
la demandan con manifiesta carencia de fundamento legal” (negrillas fuera del texto original), se 
solicita respetuosamente que se condene en costas a la parte demandante y a favor de los 
demandados.      
 
 

VII. PRUEBAS 

 
1 “ARTÍCULO 136. Caducidad de las acciones. 3. La acción sobre los actos presuntos que resuelvan un recurso podrá interponerse en cualquier ti empo.” 
 
2 “ARTÍCULO 136. Modificado por el art. 23, Decreto Nacional 2304 de 1989 , Modificado por el art. 44, Ley 446 de 1998 Caducidad de las acciones. 2. La de 

restablecimiento del derecho caducará al cabo de cuatro (4) meses contados a partir del día siguiente al de la publicación, notificación, comunicación o 
ejecución del acto, según el caso. Sin embargo, los actos que reconozcan prestaciones periódicas podrán demandarse en cualquier tiempo por la 
administración o por los interesados, pero no habrá lugar a recuperar las prestaciones pagadas a particulares de buena fe.”  
 

https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjurMantenimiento/normas/Norma1.jsp?i=6542#1
https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjurMantenimiento/normas/Norma1.jsp?i=3992#1


 
 

 
 
 
 

 

 

 
Se adjuntan como pruebas documentales las siguientes:  
 

• Certificado de afiliación de la docente Nailen Yohanna Castillo Angulo . 
 

• Certificado de extracto de intereses a las cesantías de la docente Nailen Yohanna Castillo 
Angulo  

 

• Oficio No. 20211092387691 del 17 de septiembre de 2021 mediante el cual la Fiduprevisora 
dio respuesta a la solicitud de indemnización moratoria por la no consignación en término 
de las cesantías correspondientes al año 2020 e indemnización con consignación inoportuna 
de los intereses a las cesantías por el mismo periodo. 

 

• Decreto 3752 de 2003 de la Presidencia de la República, publicado en el diario oficial 45410 
del 23 de diciembre de 2003. 
 

• Oficio del Ministerio de Hacienda por medio del cual se indica el procedimiento 
presupuestal que se realiza para operativizar el descuento de recursos de las entidades 
territoriales con el fin de girarlos a las reservas del FOMAG para pago de las cesantías, y en 
este sentido se entienden prepagadas antes del 15 de febrero de la vigencia siguiente.  

 

• Comunicado 008 del 11 de diciembre de 2020 emitido por la Fiduprevisora dirigido a las 
entidades territoriales, para la entrega del reporte de liquidación de las cesantías para pago 
de intereses en la primera nomina año 2021. 

 

• Comunicado 16 del 17 de diciembre de 2019 dirigido a las entidades territoriales, sobre las 
fechas de entrega del reporte de liquidación de las cesantías para pago de intereses primera 
nomina año 2020.  

 

• Acuerdo 39 de 1998 emitido por el Consejo Directivo FOMAG para reporte de las Secretarías 
de Educación de los Intereses Moratorios. 

 

• Auto admisorio de la demanda de nulidad simple por inconstitucionalidad interpuesta 
contra el artículo 4 del Acuerdo No. 39 de 1998 expedido por el Consejo Directivo del 
FOMAG.   

 
Las que se solicitan 

 
Solicito respetuosamente su señoría que haciendo uso de las facultades oficiosas, se sirva oficiar 
a la Secretaría de Educación del Departamento del Valle del Cauca, a fin de que remita al 
plenario copia íntegra del expediente administrativo contentivo de todas las actuaciones 
realizadas por la docente Nailen Yohanna Castillo Angulo , en especial, lo relacionado con el 
trámite respecto de la solicitud radicada por el demandante. 

 



 
 

 
 
 
 

 

 

 
VIII. ANEXOS 

- Poder conferido a mi favor. 
- Documentos que acreditan la representación Legal. 
- Oficio respecto de los antecedentes administrativos.  
 
 

IX. NOTIFICACIONES 
 
El FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIAOLES DEL MAGISTERIO, recibe notificaciones en los 
correos electrónicos notjudicial1@fiduprevisora.com.co, 
procesiosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co.  
 
A la suscrita en la calle 72 No. 10 – 03 de la Ciudad de Bogotá y/o al correo electrónico: 
t_yceferino@fiduprevisora.com.co  
 

Atentamente, 

 
YEINNI KATHERIN CEFERINO VANEGAS 
C.C 1.014.263.207 de Bogotá D. C. 
T.P 290.472 del C. S. de la J. 
Unidad Especial de Defensa Judicial FOMAG 
Vicepresidencia Jurídica 
Calle 72 No. 10-03  
Bogotá, Colombia 
 

“Defensoría del Consumidor Financiero: Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity en la ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 
/ 6108164, Fax: Ext. 500. E-mail: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada continua”. 
Las funciones del Defensor del Consumidor son: Dar trámite a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros 
ante la institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u 
oficina de atención al público de la entidad, asimismo tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule recomendaciones y propuestas en aquellos 
aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del Consumidor no se exige 
ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio 
(dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App “Defensoría del Consumidor 
Financiero" disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store 

mailto:notjudicial1@fiduprevisora.com.co
mailto:procesiosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co
mailto:t_yceferino@fiduprevisora.com.co


                                                     

Al contestar por favor cite:
Radicado No.: 20211092387691

Fecha: 17/09/2021
Bogotá, D.C

Señor (a)
LAURA PULIDO SALGADO
laurapulido@lopezquinteroabogados.com
CARTAGO - VALLE DEL CAUCA

REFERENCIA: SOLICITUD SANCIÓN POR MORA

Respecto a su solicitud nos permitimos responder de acuerdo con el orden de sus inquietudes así: 

 Reconocer y pagar la sanción por mora o indemnización moratoria, por no haberme consignado dentro del
término legal las cesantías causadas a 31 de diciembre de 2020. 

Frente a esta solicitud me permito indicar que el personal docente se encuentra regulado en materia pres -
tacional por un régimen excepcional el cual incluye un sistema de reconocimiento y pago de cesantías e in-
tereses sobre estas. Este régimen excepcional se encuentra establecido en la ley 91 de 1989, y es desarro -
llado en el decreto 2831 de 2005, modificado por el Decreto 1272 del 23 de julio de 2018 y complementa-
do por las leyes 244 de 1995, 344 de 1996, 1071 de 2006 y 1955 de 2019, entre otras.

Al respecto indica el artículo 15 numeral tercero de la ley 91 de 1989:

¨ARTÍCULO  15. A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente nacional y nacionalizado y el
que se vincule con posterioridad al 1 de enero de 1990 será regido por las siguientes disposiciones:
…
3. Cesantías:

 A. Para los docentes nacionalizados vinculados hasta el 31 de diciembre de 1989, el Fondo Nacional de
Prestaciones Sociales del Magisterio pagará un auxilio equivalente a un mes de salario por cada año de
servicio o proporcionalmente por fracción de año laborado, sobre el último salario devengado, si no ha
sido modificado en los últimos tres meses, o en caso contrario sobre el salario promedio del último año.

B. Para los docentes que se vinculen a partir del 1. de enero de 1990 y para los docentes nacionales vincu-
lados con anterioridad a dicha fecha, pero sólo con respecto a las cesantías generadas a partir del 1o. de
enero de 1990, el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio reconocerá y pagará un interés
anual sobre saldo de estas cesantías existentes al 31 de diciembre de cada año, liquidadas anualmente y
sin retroactividad, equivalente a la suma que resulte de aplicar la tasa de interés, que de acuerdo con cer -
tificación de la Superintendencia Bancaria, haya sido la comercial promedio de captación del sistema fi-
nanciero durante el mismo período. Las cesantías del personal nacional docente, acumuladas hasta el 31
de diciembre de 1989, que pasan al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, continuarán
sometidas a las normas generales vigentes para los empleados públicos del orden nacional…”

Bajo esta premisa, el sistema normativo ha creado un régimen excepcional para el personal docente en el
cual las Prestaciones  Económicas, y para el caso particular las cesantías,  parciales  y/o definitivas  según



                                                     

sea el caso,  son  radicadas, liquidadas  y reconocidas por la Secretaría  de Educación a la cual se encuentre
adscrito el educador,  de conformidad  con  lo preceptuado en el  Decreto 2831 de 2005, modificado por el
Decreto 1272 del 23 de julio de 2018, complementados por la ley 1955  de 2019.

Así las cosas, el proceso que se debe surtir para el reconocimiento y pago de las cesantías es el siguiente:
 El trámite inicia a petición de la parte interesada - docente - y ante la respectiva Secretaría de

Educación en calidad de ente nominador.
 La Secretaría de Educación una vez recepcionada la solicitud, debe remitir a la FIDUPREVISORA

con todos los requisitos establecidos para dicho trámite, el acto administrativo de reconocimien-
to de la prestación debidamente notificado al educador.

 La Entidad Fiduciaria, quien es la administradora de los recursos del Fondo Nacional de Prestacio-
nes Sociales del Magisterio – FOMAG - para el pago de las prestaciones económicas de sus docen-
tes afiliados, realizara dentro del término legal el pago de la prestación liquidada y reconocida por
la Secretaría de Educación. 

De esta forma, las cesantías se reconocen y pagan a partir de solicitud expresa y formal por parte del 
docente, radicada en la respectiva Secretaría de Educación a la que se encuentra vinculado.

Igualmente y en concordancia con la naturaleza diferenciada del régimen excepcional docente el Decreto 
1582 de 1998 en su artículo 1 estableció que el sistema de cesantías regulado por la ley 50 de 1990 sería 
aplicable a los funcionarios públicos afiliados a los Fondos Privados de Cesantías, circunstancia que no se 
da para el personal docente, ya que estos por expreso mandato de la ley 91 de 1989 serán afiliados al 
FOMAG cuya naturaleza jurídica y funcionamiento tiene su propio marco normativo, distinto a lo regulado 
para los fondos privados de cesantías creados por la misma ley 50 de 1990.

Como consecuencia de lo expuesto hasta aquí, no es posible acceder a su solicitud ya que como se puede 
concluir la sanción mora por la no consignación de cesantías establecida en la ley 50 de 1990 no es 
aplicable al personal docente ya que este no cumple con el requisito de estar afiliado a un fondo privado 
de cesantías para ser cobijados por dicha normatividad.

No obstante, el Consejo de Estado mediante sentencia de unificación SU 012, proferida el 28 de julio de 
2018, estableció respecto de la sanción por mora por el pago el pago tardío de las cesantías en el caso de 
los docentes afiliados al Magisterio, lo siguiente: 

“…PRIMERO: UNIFICAR JURISPRUDENCIA en la sección segunda del Consejo de Estado, para señalar que el
docente oficial, al tratarse de un servidor público le es aplicable la Ley 244 de 1995 y sus normas comple -
mentarias en cuanto a sanción moratoria por mora en el pago de las cesantías…”

 Reconocer y pagar la sanción por mora o indemnización moratoria, por no haberme pagado dentro del
término legal los intereses a las cesantías causadas a 31 de diciembre de 2020. 

Frente  a  esta  solicitud  me  permito  reiterar  lo  mencionado  en  el  punto  anterior  sobre  el  régimen
excepcional docente, complementando que los intereses a las cesantías que paga el Fondo Nacional de
Prestaciones  Sociales  del  Magisterio  cada  año  al  educador,  son  aquellos  liquidados  en  virtud  de  lo
dispuesto en el literal b) del numeral 3 del artículo 15 de la ley 91 de 1989 y el Acuerdo  39 de 1998, norma
reguladora del régimen excepcional docente.

Como se indicó en el punto anterior, el literal b) del numeral 3° del artículo 15 de la Ley 91 de 1989,
contempla el reconocimiento y  pago para los  docentes  vinculados al  Fondo Nacional  de  Prestaciones
Sociales  del  Magisterio,  de  un  interés  anual  sobre  el  saldo  de  cesantías  que  estos  posean  a  31  de



                                                     

diciembre de cada año, igual a la tasa comercial promedio de captación del sistema financiero del último
año, que se liquidará anualmente y sin ninguna retroactividad, respecto a las cesantías generadas a partir
de 1990.

A su vez, y desarrollando lo establecido en la normatividad señalada anteriormente, el artículo cuarto del
Acuerdo 39 de 1998 establece: ¨… El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio realizara el
pago de los intereses en el mes de marzo, a los docentes cuya información haya sido remitida a la Entidad
Fiduciaria que administra los recursos de Fondo a más tardar el cinco (05) de febrero de cada año  y en el
mes de mayo a los docentes cuya información haya sido remitida a la entidad Fiduciaria en el periodo
comprendido entre el 06 de febrero  y el quince (15) de marzo  de cada año.  En los casos en que la Entidad
Territorial reporte la información con posterioridad a esta fecha la Entidad Fiduciaria programara pagos
posteriores...”

Como complemento de lo anterior, es preciso indicar que el marco normativo del régimen excepcional
docente conformado por la ley 91 de 1989, el Decreto 3135 de 1968, el Decreto 3118 de 1968 y demás
decretos reglamentarios,  no contemplan la posibilidad de pagar intereses sobre intereses, sanciones o
indemnizaciones  respecto  a  los  desembolsos  sobre  los  intereses  a  las  cesantías,  como  tampoco  la
aplicabilidad directa o por analogía de las disposiciones legales que rigen las relaciones individuales de los
trabajadores particulares.

Adicionalmente a lo anterior, es pertinente mencionar que la sentencia del Consejo de Estado del 24 de
enero de 2019 radicado 76001233100020090086701 no dio lugar al reconocimiento de sanción alguna por
los intereses de las cesantías bajo el sistema normativo contemplado en la ley 50 de 1990, norma que se
reitera  no es aplicable  al  régimen excepcional  de los docentes.  Es  más,  en dicho pronunciamiento el
órgano de cierre de lo Contencioso Administrativo deja en claro que el personal docente afiliado a FOMAG
está cubierto bajo un régimen especial en el cual se incluye un sistema único de cesantías e intereses
sobre esta prestación.

Por lo anterior, y teniendo en cuenta que la liquidación y pago de intereses a las cesantías se encuentran
regulados por la ley  91  de 1989 y  desarrollado su trámite  por  el Acuerdo 39 de 1998,  disposiciones
vigentes aplicables a los afiliados al FOMAG, no existe fundamento legal para acceder a su solicitud. 

 Expedirme certificación de la fecha (día/mes/año) en que el FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIA-
LES DEL MAGISTERIO recibió los recursos provenientes de la entidad territorial nominadora a la que me
encuentro vinculado, por concepto de las cesantías causadas en el año 2020. 

Para dar claridad al procedimiento del flujo de recursos, es necesario precisar que el Fondo Nacional de
Prestaciones Sociales del Magisterio recibe la totalidad de los recursos para el pago de las cesantías y de
los intereses a las cesantías, de acuerdo con las apropiaciones incorporadas y aprobados en la Ley del
Presupuesto  General  de  la  Nación  para  cada  año  fiscal,  en  cabeza  de  la  sección  presupuestal
correspondiente al Ministerio de Educación Nacional,  presupuesto que es detallado por el Decreto de
Liquidación del presupuesto para cada vigencia, “Por el cual se liquida el Presupuesto General de la Nación
para la vigencia fiscal, se detallan las apropiaciones y se clasifican y definen los gastos". 

El  flujo  de recursos derivado del  presupuesto aprobado para  el  Fomag durante  la  vigencia  se  realiza
mediante la elaboración del Programa Anual Mensualizado de Caja, que se somete a consideración del
Ministerio de Educación Nacional. Estos recursos son girados por dicho Ministerio de manera global, e



                                                     

incorpora a todas las Secretarías de educación, con periodicidad mensual durante todo el año, lo que
aplica al rubro de cesantías, y con ellos el Fondo procede al pago de las cesantías y los intereses a las
cesantías.

Cabe señalar que los recursos para el pago de las cesantías provienen de la Nación y del Sistema General
de Participaciones para  el  Sector  Educación,  que es asignado y  girado al  Fomag por el  Ministerio de
Educación Nacional,  entidad que cuenta con la información de la nómina de salarios de los docentes
afiliados al Fondo.

En razón a lo señalado, y dado el marco jurídico especial aplicable al Fondo, la entidad territorial no es
quién gira los recursos para el pago de las cesantías de cada docente, en tanto que, como se señaló, los
recursos son girados al Fondo por el Ministerio de Educación Nacional, en el marco del Sistema General de
Participaciones para Educación.

Es preciso resaltar nuevamente que al Fondo Nacional de Prestaciones Social del Magisterio no le aplican
las disposiciones de la Ley 50 de 1990 y que no tiene la naturaleza de un Fondo Privado de Cesantías.

 Expedición de certificado que indique el valor y fecha de pago de los intereses sobre las cesantías.

Sobre este particular nos permitimos recordarle que la certificación solicitada puede obtenerse por el
titular  del  derecho en cualquier  momento a  través  de la  página  www.fomag.gov.co seleccionando la
opción “sección certificados” y luego opción “extracto de intereses a las cesantías”

 En el extracto de intereses a las cesantías se reflejan los reportes de cesantías que anualmente remiten
las  Entidades  territoriales  certificadas  para  el  pago  de  intereses,  así  como  los  valores   pagados  por
concepto de intereses  y la fecha  de las  nóminas en  las cuales se incluyó los mencionados pagos

 Consulte  el  paso  a  paso  para  el  registro  y  posterior  consulta  de  certificados:
https://www.fomag.gov.co/fomagzp/login/GestLogin/registro

En los anteriores términos damos respuesta de fondo a su petición, aclarando que esta comunicación no tiene el
carácter de acto administrativo por cuanto FIDUPREVISORA S.A.,  en su calidad de vocera y administradora del
Patrimonio Autónomo Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – FOMAG - no tiene competencia
para expedirlo, dado que es una entidad financiera que se rige por la normatividad del derecho privado.

con el objetivo de tener bases de datos actualizadas que ayuden a Fiduprevisora S.A. a prestar un mejor servicio, lo
invitamos  a  actualizar  sus  datos  a  través  del  formulario  que  encontrarán  en  las  páginas
web www.fiduprevisora.com.co y www.fomag.gov.co. En la sección “Actualización de Datos”.

De esta manera se contribuirá a que usted tenga acceso a la información sobre los pagos de las prestaciones socia-
les evitando el reintegro de los dineros a la entidad.

Al efectuar este procedimiento, tendrá los siguientes beneficios:

1. Recibirá notificación de los pagos efectuados por Fiduprevisora S.A., a través de mensajes de texto y co-
rreo electrónico.

2. Recibirá información de su interés, relacionada con temas de Prestación de Servicios de Salud, Prestacio-
nes Sociales y demás información relevante.

3. Recibirá información sobre apertura de oficinas, horarios y demás servicios prestados por los diferentes 
canales de atención.

http://www.fomag.gov.co/
http://www.fomag.gov.co/
http://www.fiduprevisora.com.co/
https://www.fomag.gov.co/fomagzp/login/GestLogin/registro


                                                     

4. Recibirá los certificados de su interés mes a mes.
5. Entre otros.

Cordialmente,

Dirección de Servicio al Cliente
Fiduprevisora S.A

 “Defensoría del Consumidor Financiero: Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity en la ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 /
6108164, Fax: Ext. 500. E-mail: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada continua”.
Las funciones del Defensor del Consumidor son: Dar trámite a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros ante la
institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u oficina de atención al
público de la entidad, asimismo tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule recomendaciones y propuestas en aquellos aspectos que puedan
favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del Consumidor no se exige ninguna formalidad, se sugiere que
la misma contenga como mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio (dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos
y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App “Defensoría del Consumidor Financiero" disponible para su descarga desde cualquier
smartphone, por Play Store o por App Store.



Número de generación: EIC20220824060546461520
Fecha generación: 2022-08-24 18:05:46

CERTIFICADO DE EXTRACTO DE INTERESES A LAS CESANTÍAS

FIDUPREVISORA S.A.
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL

MAGISTERIO 

CERTIFICA:

Cedula 31565556 Nombre NAILEN YOHANNA CASTILLO
ANGULO

Departamento VALLE DEL CAUCA Vinculación DEPARTAMENTAL
Municipal SAN PEDRO Fuentes de recurso SISTEMA GENERAL DE

PARTICIPACION
Plantel NO DEFINIDO   

CESANTIAS QUE AFECTAN LA LIQUIDACIÓN DE INTERESES
Vinculacion Fuente recursos Prestacion Valor Número resolución Fecha de pago
Sin datos Sin datos Sin datos Sin datos Sin datos Sin datos

INTERESES PAGADOS
Año DTF Cesantias Acumulado Intereses Fecha Estado
2017 6.37% 1,603,574 1,603,574 102,148 16/03/2018 PRESENTE PAGO
2018 5.05% 2,307,040 3,910,614 197,486 19/03/2019 PRESENTE PAGO
2019 4.98% 2,492,504 6,403,118 318,875 24/03/2020 PRESENTE PAGO
2020 3.64% 2,655,903 9,059,021 329,748 27/03/2021 PRESENTE PAGO
2021 2.55% 2,774,909 11,833,930 301,765 22/03/2022 PRESENTE PAGO

  PAGOS REALIZADOS
Comprobante Fecha de pago Banco Sucursal Pago neto
201803280047493 2018-03-28 BANCO POPULAR BANCO POPULAR SUCURSAL ABIERTA 102,148
201903290047153 2019-03-29 BANCO POPULAR BANCO POPULAR SUCURSAL ABIERTA 197,486
202003310046002 2020-03-31 BANCO POPULAR BANCO POPULAR SUCURSAL ABIERTA 318,875
202103310044915 2021-03-31 BANCO POPULAR BANCO POPULAR SUCURSAL ABIERTA 329,748
202203310044087 2022-03-31 BANCO POPULAR BANCO POPULAR SUCURSAL ABIERTA 301,765

Documento válido como histórico de pagos de intereses.

Dada a solicitud del(a) interesado(a) a los 24 días del mes de Agosto del año 2022 06:05:46PM.

Cordialmente.
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Número de generación: CAA2022082406053772186
Fecha generación: 2022-08-24 18:05:37

CERTIFICADO DE AFILIACIÓN

FIDUPREVISORA S.A.
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL

MAGISTERIO 

CERTIFICA:

Que consultada la Base de Datos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (Fondo) y conforme a lo
establecido en la Ley 715 de 2001, se informa que la Secretaria de Educación en calidad de ente nominador reporta la
siguiente información respecto al(la) señor(a) NAILEN YOHANNA CASTILLO ANGULO identificado(a) con Cédula de
Ciudadanía No.  31565556:

Secretaría de Educación Tipo de Nombramiento Tipo de Vinculación Régimen Pensional Régimen de Cesantías

VALLE DEL CAUCA PROVISIONAL EN UNA
VACANTE DEFINITIVA

DEPARTAMENTAL LEY 812 DE 2003 ANUALIDAD

Número Acto
Administrativo

Fecha de Acto
Administrativo
(Año-Mes-Día)

Fecha de Posesión
(Año-Mes-Día)

Fecha de Afiliación
Nombramiento
(Año-Mes-Día)

Estado de Afiliación

280 2017-03-10 2017-03-14 2017-03-15 ACTIVO

Es importante aclarar que este certificado suministra datos de su último nombramiento, si desea ver su historia laboral
completa, debe solicitarla a la Secretaria de Educación con la que registro su última vinculación; así mismo, de presentarse
alguna inconsistencia sobre los datos relacionados, éstos deben ser aclarados por su empleador o ente nominador, quien
tiene la responsabilidad para aclarar, corregir o modificar la información presentada.

Esta comunicación no tiene el carácter de acto administrativo por cuanto Fiduprevisora S.A., no es competente para
expedirlos, solamente obra en calidad de ente administrador de los recursos del fideicomiso denominado Fondo Nacional de
Prestaciones Sociales del Magisterio.

Dada a solicitud del(a) interesado(a) a los 24 días del mes de Agosto del año 2022 06:05:37PM.
Cordialmente.

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO
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                                                                                                                                   Nº  038967 

 

Señores  

JUZGADO 002 ADMINISTRATIVO DE BUGA 

 E.    S.     D. 

 
REFERENCIA: SUSTITUCIÓN DE PODER  
 
 
RADICADO: 76111333300220220006400 
DEMANDANTE: NAILEN YOHANNA CASTILLO ANGULO 
DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE  

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO  
 
 
LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, identificado civil y profesionalmente como aparece junto a mi firma, 
actuando en calidad de apoderado de LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL N.I.T. 
899.999.001-7, conforme al Poder General otorgado por el Doctor LUIS GUSTAVO FIERRO MAYA, 
mediante Escritura Pública No. 522 de 28 de marzo de 2019, protocolizada en la notaria 34 del 
círculo de Bogotá, modificada por la escritura pública No. 0480 de 03 de mayo de 2019 y la escritura 
pública No. 1230 de 11 de septiembre de 2019, protocolizadas en la notaria 28 del círculo de Bogotá, 
en calidad de  Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, en ejercicio de las facultades a él conferidas a 
través de la Resolución No. 015068 del 28 de agosto de 2018 y 02029 del 04 de marzo de 2019, 
expedida por la MINISTRA DE EDUCACIÓN NACIONAL, según lo dispuesto en el Artículo 9 de la Ley 
489 de 1998 y demás normas concordantes. 
 
Manifiesto a su despacho que sustituyo poder a los (las) abogados(as): 
 

 
 

Nombre del Abogado Identificación Tarjeta Profesional

DIEGO STIVES BARRETO BEJARANO 1032362658 BOGOTA 294653 del C.S. de la J.

EDID PAOLA ORDUZ TRUJILLO 53008202 BOGOTÁ 213648 del C.S. de la J.

GIOMAR ANDREA SIERRA CRISTANCHO 1022390667 BOGOTÁ 288886 del C.S. de la J.

JOHANNA MARCELA ARISTIZABAL URREA 1075262068 DE NEIVA 299261 del C.S. de la J.

JULIAN ERNESTO LUGO ROSERO 1018448075 DE BOGOTÁ 326858 del C.S. de la J.

LUIS FERNANDO RIOS CHAPARRO 1057575858 SOGAMOSO 324322 del C.S. de la J

SANDY JHOANNA LEAL RODRIGUEZ 1032473725 BOGOTA 319028 del C.S. de la J.

XAVIER PEREZ FERNANDEZ 1067938039 MONTERIA 384521 del C.S. de la J.

YEISON LEONARDO GARZON GOMEZ 80912758 BOGOTÁ 218185 del C.S. de la J.

YEINNI KATHERIN CEFERINO VANEGAS 1014263207 BOGOTA 290472 del C.S. de la J.

https://www.mineducacion.gov.co/p
mailto:procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co
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Con las mismas facultades a mi conferidas, incluida la de sustituir y conciliar, no obstante, lo 
anterior, se ceñirá a las disposiciones de la entidad plasmadas en el Acta del Comité de Conciliación. 
 
Me permito informar a su despacho que el presente apoderamiento no genera costo alguno por 
concepto de honorarios a favor del apoderado, toda vez que se encuentra dentro del ejercicio de 
sus funciones. 
 
La presente sustitución se presume autentica de conformidad con el Inciso Segundo del Artículo 74 
del Código General del Proceso 
 
Por lo anterior, le solicito se sirva aceptar esta petición en los términos y para los fines descritos. 
 
Cordialmente, 
 
 
 
LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS 
C.C. No. 80.211.391 de Bogotá D.C. 
T.P.  No. 250.292 del C.S. de la J. 
 
Aceptó: 
 

 
 
 

Nombre del Abogado Identificación Tarjeta Profesional FIRMA

DIEGO STIVES BARRETO BEJARANO 1032362658 BOGOTA 294653 del C.S. de la J.

EDID PAOLA ORDUZ TRUJILLO 53008202 BOGOTÁ 213648 del C.S. de la J.

GIOMAR ANDREA SIERRA CRISTANCHO 1022390667 BOGOTÁ 288886 del C.S. de la J.

JOHANNA MARCELA ARISTIZABAL URREA 1075262068 DE NEIVA 299261 del C.S. de la J.

JULIAN ERNESTO LUGO ROSERO 1018448075 DE BOGOTÁ 326858 del C.S. de la J.

LUIS FERNANDO RIOS CHAPARRO 1057575858 SOGAMOSO 324322 del C.S. de la J

SANDY JHOANNA LEAL RODRIGUEZ 1032473725 BOGOTA 319028 del C.S. de la J.

XAVIER PEREZ FERNANDEZ 1067938039 MONTERIA 384521 del C.S. de la J.

YEISON LEONARDO GARZON GOMEZ 80912758 BOGOTÁ 218185 del C.S. de la J.

YEINNI KATHERIN CEFERINO VANEGAS 1014263207 BOGOTA 290472 del C.S. de la J.

https://www.mineducacion.gov.co/p
mailto:procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co


















 
REPUBLICA DE COLOMBIA 

 

 

 
 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 
 

DECRETO NÚMERO 3752 DE 2003 
 
 

(22 de diciembre de 2003) 
 

Por el cual se reglamentan los artículos 81 parcial de la Ley 812 de 2003, 18 parcial de la Ley 
715 de 2001 y la Ley 91 de 1989 en relación con el proceso de afiliación de los docentes al 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y se dictan otras disposiciones 
 

EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA 
 
En uso de las facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas por el numeral 11 

del artículo 189 de la Constitución Política y el artículo 16 de la Ley 91 de 1989, 
 

DECRETA 
 
ARTÍCULO 1°.- Personal  que debe afiliarse al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio. Los docentes del servicio público educativo que estén vinculados a las plantas 
de personal de los entes territoriales deberán ser afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, previo el cumplimiento de los requisitos y trámites establecidos en los 
artículos 4° y 5° del presente decreto, a más tardar el 31 de octubre de 2004. 
 
Parágrafo 1°.- La falta de afiliación del personal docente al Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio implicará la responsabilidad de la entidad territorial nominadora por la 
totalidad de las prestaciones sociales que correspondan, sin perjuicio de las sanciones 
administrativas, fiscales y disciplinarias a que haya lugar. 
 
Parágrafo 2°.- Los docentes vinculados a las plantas de personal de las entidades territoriales de 
manera provisional deberán ser afiliados provisionalmente al Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio mientras conserve su nombramiento provisional. 
 
ARTÍCULO 2°.- Prestaciones sociales causadas. Se entiende por causación de prestaciones 
el cumplimiento de los requisitos legales que determinan su exigibilidad. 
 
Las prestaciones sociales de los docentes causadas con anterioridad a la afiliación al Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, así como sus reajustes, reliquidaciones y 
sustituciones estarán a cargo de la respectiva entidad territorial o de la entidad de previsión social 
a la cual se hubieren realizado los aportes. 
 
Las prestaciones sociales que se causen con posterioridad a la afiliación al Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, así como sus reajustes, reliquidaciones y sustituciones 
serán reconocidas de conformidad con lo que establezca la Ley y se pagarán por el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.  
 
Sin perjuicio de lo anterior, el reconocimiento y pago de prestaciones sociales que se causen a 
favor de los afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, se limitará al 
período de cotizaciones que haya efectivamente recibido el Fondo y al valor del pasivo actuarial 
que le haya sido efectivamente cancelado. 
 
ARTÍCULO 3º.- Ingreso Base de Cotización y liquidación de prestaciones sociales. La base 
de liquidación de las prestaciones sociales que se causen con posterioridad a la expedición de la 
Ley 812 de 2003, a cuyo pago se encuentre obligado el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio no podrá ser diferente a la base de la cotización sobre la cual realiza 
aportes el docente.  
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La remuneración adicional de que tratan los artículos 8° y 9° del decreto 688 de 2002, se 
entenderá como factor salarial para efectos de la conformación del ingreso base de cotización. 
 
ARTÍCULO 4°.- Requisitos de afiliación del personal docente de las entidades territoriales. 
Para la afiliación al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio de los docentes 
vinculados a plantas de personal de entidades territoriales, deberá presentarse por parte de la 
respectiva entidad territorial la solicitud de afiliación ante la sociedad fiduciaria encargada del 
manejo de los recursos del Fondo, de acuerdo con el formato que se elabore para el efecto. En 
dicha solicitud se indicará, como mínimo, la información básica de cada docente y deberá estar 
acompañada de los siguientes documentos: 
 
1. Historia laboral de cada uno de los docentes cuya afiliación se pretende, con el soporte 

documental requerido de acuerdo con el formulario de afiliación que se establezca para tal 
efecto; 

 
2. Certificado expedido por la respectiva entidad territorial, en el que se incluyan tanto a los 

docentes con pasivo prestacional a cargo de la entidad territorial como a aquellos que no 
presenten pasivo prestacional a cargo de tales entidades, en el cual se indique el régimen 
prestacional que por ley cobije a cada uno de los docentes cuya afiliación se pretende. 

 
3. Autorización del representante legal de la entidad territorial de conformidad con la Ley 715 de 

2001, para que con los recursos propios de esta se cubra todo aquello que no se alcance a 
cubrir con lo que dispone el FONPET. Así mismo deberá autorizar que sus recursos en el 
FONPET le sean descontados, luego del cruce contra el cálculo actuarial que refleja su 
pasivo y que de los recursos que le corresponden a la entidad territorial de la participación 
para educación en el Sistema General de Participaciones se realicen los descuentos directos 
de que trata el parágrafo 1° del artículo 18 de la Ley 715 de 2001. El pago del pasivo que no 
pueda ser cubierto con los recursos del FONPET se garantizará mediante la entrega de un 
pagaré a favor del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, el cual se 
entregará junto con la autorización de que trata el presente numeral. 

 
Parágrafo 1°.- La información de los numerales 1 y 2 deberá ser suficiente, de acuerdo con los 
parámetros que fije el Ministerio de Hacienda y Crédito Público para la elaboración del cálculo 
actuarial. La sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo para autorizar 
la afiliación certificará en cada caso que dicha información se encuentra acorde con lo señalado 
en este inciso. 
 
Parágrafo 2°.- Para cada grupo de docentes que se pretenda afiliar se deberá agotar este 
procedimiento y el cálculo se adicionará con las novedades que ingresen. 
 
ARTÍCULO 5°. Trámite de la afiliación del personal de las entidades territoriales. 
Presentada la solicitud de afiliación por parte de la entidad territorial, dentro de los sesenta (60) 
días siguientes, se adelantará el siguiente procedimiento: 
 
1. Elaboración del cálculo actuarial que determine el total del pasivo prestacional, presentando 

de manera separada cesantías y pensiones, del personal docente que se pretende afiliar y, 
por tanto, el valor de la deuda de la entidad territorial con el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio.  

 
Tal cálculo será elaborado, con cargo a los recursos del Fondo, por parte de la sociedad 
fiduciaria encargada del manejo de sus recursos y la respectiva entidad territorial de 
conformidad con los parámetros que señale el Ministerio de Hacienda y Crédito Público para 
el efecto. 
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2. Definido el monto total de la deuda, previa revisión del Ministerio de Hacienda y Crédito 

Público, este será comunicado a la entidad territorial por parte de la sociedad fiduciaria 
encargada del manejo de los recursos del Fondo. Tal comunicado deberá indicar, 
adicionalmente, el plazo y la forma de pago que deberá ajustarse, en todo caso, a lo 
establecido en el artículo 1° de la Ley 549 de 1999. El monto a pagar por vigencia se cubrirá 
con los recursos que traslade el FONPET al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio. Si estos recursos no fueren suficientes, la entidad territorial aportará de sus 
recursos hasta cubrir la totalidad de las obligaciones corrientes que correspondan. 

 
3. El Ministerio de Educación Nacional, en su calidad de fideicomitente de la fiducia mercantil 

por medio de la cual se administran los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, ejercerá la interventoría del mismo. 

 
ARTÍCULO 6°.- Convenios interadministrativos. Los convenios de afiliación de docentes al 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio que hubieren sido suscritos y se 
encuentren debidamente perfeccionados en los términos de las Leyes 91 de 1989, 60 de 1993 y 
115 de 1994 y su respectiva reglamentación, deberán ajustarse a las disposiciones del presente 
decreto. 
 
El ajuste indicado en el inciso anterior se realizará sin perjuicio de los derechos de los afiliados 
en virtud de tales convenios, salvo que de él resulte que existen personas afiliadas al Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio sin el cumplimiento de los requisitos previstos 
en la Ley. 
 
Parágrafo 1°.- Los pagos realizados por la entidad territorial en cumplimiento de los convenios 
suscritos serán actualizados teniendo en cuenta la tasa de rentabilidad de las reservas del 
Fondo. Así mismo, la amortización de la deuda por concepto de pasivo prestacional, incluidos los 
intereses tanto moratorios como corrientes, será imputada al pasivo de pensiones en un setenta 
por ciento (70%) y al de cesantías en un treinta por ciento (30%).  
  
Parágrafo 2°.- Los valores cancelados por las entidades territoriales por concepto de aportes de 
personal que no reúne los requisitos de ley para ser afiliado al Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio serán reintegrados a la entidad territorial, previo cruce de cuentas con el 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, el cual será realizado por la sociedad 
fiduciaria encargada del manejo de sus recursos. En todo caso, la responsabilidad por los 
derechos prestacionales del docente estará a cargo de la entidad territorial como empleador.  
 
ARTÍCULO 7°.- Transferencia de recursos al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio. Los aportes que de acuerdo con la Ley 812 de 2003 debe recibir el Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio se descontarán directamente de los recursos de la 
participación para educación del Sistema General de Participaciones y de los recursos que 
aporte adicionalmente la Nación en los términos de la Ley 812 de 2003, para lo cual las 
entidades territoriales deberán reportar a la fiduciaria encargada del manejo de los recursos del 
Fondo, la información indicada en el artículo 8° del presente decreto. 
 
ARTÍCULO 8°.- Reporte de información de las entidades territoriales. Las entidades 
territoriales que administren plantas de personal docente pagadas con recursos del Sistema 
General de Participaciones y/o con recursos propios, reportarán a la sociedad fiduciaria que 
administre los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, dentro de 
los primeros diez (10) días de cada mes, copia de la nómina de los docentes activos afiliados al 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio; igualmente, reportarán dentro del 
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mismo período las novedades de personal que se hayan producido durante el mes 
inmediatamente anterior. 
 
Los reportes mensuales se realizarán de acuerdo con los formatos físicos o electrónicos 
establecidos por la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio. 
 
Parágrafo 1°.- El reporte de personal no perteneciente a las plantas de personal del respectivo 
ente territorial acarreará las sanciones administrativas, fiscales, disciplinarias y penales a que 
haya lugar.  
 
Parágrafo 2°.- Sin perjuicio de lo anterior, los aportes realizados por concepto de tales personas 
no generarán derechos prestacionales a su favor y a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio y serán reintegrados a la entidad territorial, previo cruce de cuentas con 
el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, el cual será realizado por la sociedad 
fiduciaria encargada del manejo de sus recursos. 
 
ARTÍCULO 9°.- Monto total de aportes al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio. La sociedad fiduciaria administradora de los recursos del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, con base en la información definida en el artículo 8° del 
presente decreto, proyectará para la siguiente vigencia fiscal el monto correspondiente a los 
aportes previstos en el artículo 81 de la Ley 812 de 2003 y en el numeral 4° del artículo 8° de la 
ley 91 de 1989. Esta proyección será reportada a los entes territoriales a más tardar el 15 de abril 
de cada año. 
 
El cálculo del valor de nómina proyectado, con el cual se establecen los aportes de ley, se 
obtendrá de acuerdo con el ingreso base de cotización de los docentes y según el grado en el 
escalafón en el que fueron reportados; los incrementos salariales decretados por el Gobierno 
Nacional y; un incremento por el impacto de los ascensos en el escalafón, según los criterios 
definidos en la Ley 715 de 2001. Dicha información será generada por la sociedad fiduciaria 
administradora de los recursos del Fondo, discriminada por entidad territorial y por concepto. 
 
Parágrafo 1°.- La entidad territorial, en el plazo de un mes contado a partir de la fecha de recibo 
del valor proyectado, deberá presentar las observaciones a que haya lugar, ante la sociedad 
fiduciaria administradora de los recursos del Fondo, reportando la información que sustenten esta 
situación. En los eventos en que el ente territorial no dé respuesta dentro del plazo estipulado, se 
dará aplicación a lo previsto en el artículo siguiente. 
 
Parágrafo 2°.- Hasta tanto se disponga de la información reportada por los entes territoriales, el 
cálculo para determinar el valor a girar por concepto de aportes de ley se realizará con base en la 
información que de cada ente territorial reposa en la sociedad fiduciaria administradora de los 
recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y las novedades 
reportadas. En el caso de los denominados docentes Nacionales y Nacionalizados se tomará 
como base de cálculo la información reportada al Ministerio de Educación Nacional y a la 
sociedad fiduciaria que administre los recursos del Fondo.  
 
ARTÍCULO 10°.- Giro de los aportes. El Ministerio de Hacienda y Crédito Publico, con cargo a 
la participación para educación de las entidades territoriales en el Sistema General de 
Participaciones, girará directamente al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 
descontados del giro mensual, en las fechas previstas en la Ley 715 de 2001, los aportes 
proyectados conforme al artículo anterior de acuerdo con el programa anual de caja PAC, el cual 
se incorporará en el presupuesto de las entidades territoriales sin situación de fondos.  
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El Ministerio de Hacienda y Crédito Público informará el valor de los giros efectuados, 
discriminando por entidad territorial y por concepto, a la sociedad fiduciaria que administra los 
recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. Para los aportes por 
concepto de salud deberá tenerse en cuenta en lo pertinente el decreto 2019 de 2000. 
 
ARTÍCULO 11°.- Ajuste de cuantías. Con base en las novedades de personal de la planta 
docente reportadas por las entidades territoriales, la sociedad fiduciaria administradora de los 
recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los meses de marzo, 
julio y noviembre de cada año, solicitará el ajuste de las cuantías que debe girar el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público, para cubrir los aportes de ley a cargo de las entidades territoriales y 
de los afiliados al Fondo, de tal manera que con cargo a la misma vigencia fiscal y a más tardar 
en el mes de enero del año siguiente, se cubra y gire el total de aportes a favor del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público le 
informará a la entidad territorial de los ajustes pertinentes. 
 
PARÁGRAFO 1°.- En todo caso la entidad territorial es responsable de verificar el pago de los 
aportes. De no efectuarse el descuento, o ser éste insuficiente para cubrir la obligación de la 
entidad territorial, ésta deberá adelantar las acciones necesarias para atender dicha obligación 
dentro de los cinco (5) primeros días de cada mes. 
 
ARTÍCULO 12°. El presente decreto rige a partir de su publicación y deroga las disposiciones 
que le sean contrarias. 

 
PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
Dado en Bogotá D.C., a los 22 días de 2003 
 
 
 
 
 
EL MINISTRO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO 
 
 
 
 
 

ALBERTO CARRASQUILLA BARRERA 
 
 
 
 
 
LA MINISTRA DE EDUCACIÓN NACIONAL  
 
 
 
 
 
 

CECILIA MARÍA VÉLEZ WHITE 
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COMUNICADO N.008  

PARA:  SECRETARIOS DE EDUCACION Y 

ENCARGADOS OFICINAS DE PRESTACIONES SOCIALES          
    
DE:  DIRECCION DE PRESTACIONES ECONOMICAS  
   
ASUNTO:  REPORTE DE CESANTIAS PARA PAGO DE INTERESES   

PRIMERA NOMINA AÑO 2020  
   
FECHA:  11 DE DICIEMBRE DE 2020 
________________________________________________________________________________ 

Con el fin de dar cumplimiento al Acuerdo No. 39 de 1998, expedido por el Consejo Directivo del Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio - FOMAG, mediante el cual se estableció el procedimiento para el reconocimiento y 

pago de intereses a las cesantías de los docentes afiliados al Fondo del Magisterio, con régimen de cesantías anual, nos  

permitimos realizar algunas precisiones: 

1.Los reportes de cesantías de docentes ACTIVOS y RETIRADOS, deben ser liquidados por las Secretarías de Educación a 

través del programa HUMANO, por cuanto serán obtenidos en línea por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio- FOMAG directamente desde el mencionado programa. Por lo tanto, se solicita a cada secretaría realizar todos 

los procesos necesarios, en cuanto a validación de valores, nombres, municipio, vinculación, fuente de recursos, etc., toda 

vez que son los soportes sobre los cuales se genera el valor a pagar por intereses a las cesantías y se asigna el punto de 

pago. 

Una vez culminado el proceso de liquidación de cesantías en el programa HUMANO, cada Secretaría de Educación debe 

enviar al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio-FOMAG  un informe consolidado con el número reportes 

de docentes Activos y Retirados liquidados a través del aplicativo (HUMANO) y el valor total de cesantías. Esta información 

debe ser enviada al correo electrónico  interesescesantias@fiduprevisora.com.co  Como soporte documental, deben 

remitir al Fondo un oficio acompañado del reporte generado por HUMANO, los reportes IMPRESOS deben llegar firmados 

por la autoridad nominadora y por el pagador de la Entidad Territorial Certificada, ya que sin las mencionadas firmas los 

reportes carecen de validez. 

Una vez la Secretaría de Educación confirme al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio- FOMAG  a través 

de correo electrónico que la información puede ser tomada en línea, el FOMAG procederá de conformidad, haciendo la 

salvedad que cualquier cambio que la Secretaría de Educación realice en la información en HUMANO, con posterioridad a 

esta fecha, no se verá reflejado en la información obtenida en línea, por lo tanto no afectará el pago de intereses a las 

Cesantías, siendo la Secretaría de Educación la responsable por el cambio de valores por fuera de los términos. 

2. La fecha de recibo de reportes de cesantías para todas las Secretarías de Educación a nivel nacional, es hasta el 05 DE 

FEBRERO DE 2021. Esta fecha es improrrogable y, por tanto, el no reporte oportuno de la información a esta entidad, 

conllevará la no inclusión en nómina de los docentes, siendo el Ente Territorial el responsable de las contingencias que se 

deriven en el pago de los intereses  y   por la  mora en el pago de las prestaciones a favor de los docentes. 

3. La Fiduciaria como vocera y administradora de los recursos del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO -FOMAG, programa los pagos de intereses a las cesantías con base en los reportes de cesantías allegados por 

la Secretaría de Educación, que en calidad de nominadora liquida las Cesantías y notifica al Educador. 
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4. La Coordinación de Afiliacion de Docentes, Pensionados y Beneficiarios  del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO FOMAG  remite mensualmente a cada Secretaría de Educación la base de datos de docentes 

activos vinculados a través de cada ente territorial, lo anterior con el fin de que cada entidad  valide la información allí 

contenida, como nombres y apellidos, régimen, fechas de afiliación y posesión entre  otros. En consecuencia, los pagos se  

programan  de  conformidad  a  los  datos  registrados en la base  de  docentes  afiliados y a los reportes de cesantías 

allegados por la Secretaría de  Educación. 

5. Solamente se atenderá la información remitida a través de los correos electrónicos institucionales o auto-rizados en 

forma escrita por el Secretario (a) de Educación de cada Entidad territorial. 

6. Es pertinente informar que se encuentra en proceso  un nuevo desarrollo tecnológico para la liquidación de intereses 

a las cesantías  sin embargo  mientras inicia el nuevo aplicativo se procederá de la misma forma que los años anteriores  

Finalmente se anexa a la presente comunicación cronograma de actividades a desarrollar como guía  para el   proceso de  

remisión de reportes, validación de información  y pago de intereses a las cesantías. 

Cordialmente  

Firma recuperable

X
Angela Tobar Gonzalez

Directora de Prestaciones Economicas

Firmado por: 389e2af0-d469-42bb-b25d-6a599a580dc4
 

ANGELA TOBAR  GONZALEZ    
DIRECTORA DE PRESTACIONES ECONOMICAS  
 
Anexos (1) 

  NOMBRE FIRMA FECHA 

PROYECTÓ:  MONICA AMALIA LOPEZ CARLOSAMA    11 DE DICIEMBRE DE 2020 

REVISÓ Y APROBÓ:  JOEL SANCHEZ    11 DE DICIEMBRE DE 2020 

Los arriba firmantes declaramos que hemos revisado el documento y lo encontramos ajustado a las normas y disposiciones vigentes por lo tanto, bajo nuestra responsabi-
lidad, lo presentamos para la firma.  

 

 
“Defensoría del Consumidor Financiero: Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity en la ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 
/ 6108164, Fax: Ext. 500. E-mail: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada continua”. 
Las funciones del Defensor del Consumidor son: Dar trámite a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros 
ante la institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u 
oficina de atención al público de la entidad, asimismo tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule recomendaciones y propuestas en aquellos 
aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del Consumidor no se exige 
ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio 
(dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App "Defensoría del Consumidor 
Financiero" disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store. 
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CRONOGRAMA   DE  ACTIVIDADES    NOMINA  DE  INTERESES  A  LAS  CESANTIAS  AÑO 2021

DICIEMBRE 2020

LUNES SABADO DOMINGOMARTES MIERCOLES JUEVES VIERNES

validación de  la  

información   liquidada enel 

aplicativo HUMANO. 

Responsable:   Secretaría  

de  Educación 

Remision de comunicado a 

todas  las Secretarías de 

Educación : Resposable 

FOMAG 

ENERO   2021

Liquidación de  Cesantias  

para  el pago de  Interes.  

Responsable:  Secretaría  de  

Educación 

Liquidación de  Cesantias  

para  el pago de  Interes.  

Responsable:  Secretaría  de  

Educación 

Liquidación de  Cesantias  

para  el pago de  Interes. 

Responsable:   Secretaría  

de  Educación 

validación de  la  

información   liquidada enel 

aplicativo HUMANO. 

Responsable:   Secretaría  

de  Educación 

Liquidación de  Cesantias  

para  el pago de  Interes. 

Responsable:   Secretaría  

de  Educación 

Notificación de  cesantias  a  

los  educadores. 

Responsable:  Secretaría  de  

Educación 

Notificación de  cesantias  a  

los  educadores. 

Responsable:  Secretaría  de  

Educación 

FEBRERO 2021

validación de  la  

información   liquidada en 

el aplicativo HUMANO. 

Responsable:   Secretaría  

de  Educación 

validación de  la  

información   liquidada enel 

aplicativo HUMANO, tema    

a  cargo de  la  Secretaría  

de  Educación 

SABADO DOMINGO

Remisión de  correo 

electrónico   confirmando   

la  culminacion del proceso   

e  informando número y 

valor   total de  reportes  de 

cesantias  activos   y 

retirados   liquidados    para  

el pago de   intereses. 

Resposable   Secretaría  de  

Educación.    Confirmación 

del  recibo  Responsable: 

FOMAG   

Remisión de  correo 

electrónico   confirmando   

la  culminación del proceso   

e  informando número y 

valor   total de  reportes  de  

cesantias activos   y 

retirados   liquidados    para  

el pago de   intereses. 

Responsable:  Secretaría  de  

Educación.    Confirmación 

del  recibo  Responsable: 

FOMAG   

Remisión de correo 

electrónico confirmando la 

culminación del proceso e 

información e informando 

número y valor total de 

reportes de cesantias  

activos y retirados 

liquidados para el pago de 

intereses.  Responsable 

Secretaría de 

Educación,Confirmacion del 

recibo FOMAG 

Remisión de correo 

electrónico confirmando la 

culminación del proceso e 

información e informando 

número y valor total de 

reportes de cesantias  

activos y retirados 

liquidados para el pago de 

intereses.  Responsable 

Secretaría de 

Educación,Confirmacion del 

recibo FOMAG 

Remisión de correo 

electrónico confirmando la 

culminación del proceso e 

información e informando 

número y valor total de 

reportes de cesantias  

activos y retirados 

liquidados para el pago de 

intereses.  Responsable 

Secretaría de 

Educación,Confirmacion del 

recibo FOMAG 

LUNES MARTES MIERCOLES JUEVES VIERNES

MARZO 2021

LUNES MARTES MIERCOLES JUEVES VIERNES SABADO DOMINGO

Remisión de inconsistencias 

que impidieron  el pago de 

intereses  las cesantias -

responsable FOMAG 

Remision  de 

inconsistencias que 

impidieron  el pgo de 

intereses a las cesantias -

responsable FOMAG 

Pago de  la  nómina  de  

intereses   y publicación de  

listados  a  traves  de  la  

página  web. Responsable:  

FOMAG  
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EL MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 

CERTIFICA QUE: 

 

La Nación - Ministerio de Educación Nacional no tiene competencia para allegar el expediente administrativo que contiene los antecedentes de la actuación 

objeto del proceso en curso y que es exigido en el parágrafo 1 del artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

Los expedientes administrativos relacionados con todo el personal docente y administrativo de los servicios educativos estatales reposan en los archivos de las 

Secretarías de Educación de la entidad territorial certificada a la que pertenece o ha pertenecido el solicitante o causahabiente. 

 

El Capítulo II del Decreto 2831 de agosto 16 de 2005 por el cual se estableció el trámite para reconocimiento de prestaciones a cargo del citado Fondo, dispone:  

Artículo 2°. Radicación de solicitudes. Las solicitudes de reconocimiento de prestaciones sociales deberán ser radicadas en la secretaría de educación, o 

la dependencia o entidad que haga sus veces, de la respectiva entidad territorial certificada a cuya planta docente pertenezca o haya pertenecido el 

solicitante o causahabiente, de acuerdo con el formulario adoptado para el efecto por la sociedad fiduciaria encargada de administrar los recursos del 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

La sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo implementará un sistema de radicación único, que registre las solicitudes de 

reconocimiento de prestaciones económicas que deba pagar el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en forma simultánea en la 

respectiva entidad territorial certificada y en la sociedad fiduciaria y que permita a los solicitantes conocer electrónicamente el estado de su trámite. 

Artículo 3°. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo con lo establecido en el artículo 3° de la Ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la Ley 

962 de 2005, la atención de las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

será efectuada a través de las secretarías de educación de las entidades territoriales certificadas, o la dependencia que haga sus veces. 

Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente, deberá: 

1. Recibir y radicar, en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas con el reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio, de acuerdo con los formularios que adopte la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos de dicho 

Fondo. 

2. Expedir, con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo y conforme a los formatos únicos por esta adoptados, 

certificación de tiempo de servicio y régimen salarial y prestacional, del docente peticionario o causahabiente, de acuerdo con la normatividad vigente. 

3. Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, a 

la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio para su 

aprobación, junto con la certificación descrita en el numeral anterior del presente artículo. 

4. Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones económicas a cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las Leyes 

91 de 1989 y 962 de 2005 y las normas que las adicionen o modifiquen, y surtir los trámites administrativos a que haya lugar, en los términos y con las 

formalidades y efectos previstos en la ley. 

5. Remitir, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio , copia de los actos 

administrativos de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de este, junto con la respectiva constancia de ejecutoria para efectos de pago y 

dentro de los tres días siguientes a que estos se encuentren en firme. 

Parágrafo 1°. Igual trámite se surtirá para resolver los recursos que sean interpuestos contra las decisiones adoptadas de conformidad con el procedimiento 

aquí establecido y aquellas que modifiquen decisiones que con anterioridad se hayan adoptado respecto del reconocimiento de prestaciones a cargo 

del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

Parágrafo 2°. Sin perjuicio de la responsabilidad administrativa, disciplinaria, fiscal y penal a que pueda haber lugar, las resoluciones que se expidan por 

parte de la autoridad territorial, que reconozcan prestaciones sociales que deba pagar el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, sin la 

previa aprobación de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos de tal Fondo, carecerán de efectos legales y no 

prestarán mérito ejecutivo. 

Artículo 4°. Trámite de solicitudes. El proyecto de acto administrativo de reconocimiento de prestaciones que elabore la secretaría de educación, o la 

entidad que haga sus veces, de la entidad territorial certificada a cuya planta docente pertenezca o haya pertenecido el solicitante, será remitido a la 

sociedad fiduciaria que se encargue del manejo de los recursos del Fondo para su aprobación.  

Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes al recibo del proyecto de resolución, la sociedad fiduciaria deberá impartir su aprobación o indicar de 

manera precisa las razones de su decisión de no hacerlo, e informar de ello a la respectiva secretaría de educación. 

Artículo 5°. Reconocimiento. Aprobado el proyecto de resolución por la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo, deberá ser 

suscrito por el secretario de educación del ente territorial certificado y notificado en los términos y con las formalidades y efectos previstos en la ley.” 

(subrayado y resaltado fuera de texto. 

En el trámite legal descrito, se evidencia que no existe intervención alguna del Ministerio de Educación Nacional ni de sus servidores, puesto que desde la 

expedición de la Ley 962 de julio 8 de 2005 ya se habían suprimido las funciones que ejercían los Representantes del Ministro de Educación Nacional ante las 

entidades territoriales, dejando de participar en las juntas departamentales y distritales de educación y en el reconocimiento de prestaciones sociales con 

cargo al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

La competencia para los reconocimientos de prestaciones sociales, contratación de servicios médicos y administración de los recursos del Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio por mandato legal no corresponden a la Nación-Ministerio de Educación Nacional y por tanto, la documentación que 

pueda conformar los expedientes administrativos relacionados tampoco está bajo la custodia de este Ministerio ni reposa en sus archivos, lo que representa 

una imposibilidad material de aportar el mismo a los trámites judiciales que se adelantan ante cualquier jurisdicción. 

  

 

LUIS GUSTAVO FIERRO MAYA  

Jefe Oficina Asesora Jurídica 

Ministerio de Educación Nacional 
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